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Introducción y legislación aplicable 



Cuando hablo de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos de motor quiero referirme, en términos generales, a aquellos supuestos en los que puede verse implicada una persona que conduce un vehículo de motor y que con su conducta negligente causa un accidente, llamado también siniestro viario, del que se derivan consecuencias dañosas o lesivas para terceras personas, y por tanto, debido al principio general de que nadie debe sufrir daño alguno por la conducta de otro (alterum non laedere) surge la obligación para éste de reparar los daños causados, lo que viene sancionado por el art. 1902 del Código Civil que literalmente indica que el que por acción u omisión causa un daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado; precepto que para su aplicabilidad no requiere que entre una y otra parte exista relación obligacional alguna, sino simplemente la causación del daño. Por ello, toda consecuencia de responsabilidad imputada a una persona debe ser la reparación del daño causado con su actuación.

Estas ideas las vemos, en una primera aproximación y que a lo largo de este trabajo desarrollaremos, tanto en la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, como en el propio Reglamento. De ambos se extrae la consecuencia de que el conductor de un vehículo de motor es responsable, en virtud del riesgo creado por la conducción de estos, de los daños causados a las personas o en los bienes con motivo de la circulación. Y añadimos que a los efectos de la responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor deben entenderse por hechos de la circulación los derivados del riesgo creado por la conducción de los vehículos a motor, tanto por garajes y aparcamientos como por vías o terrenos públicos y privados aptos para la circulación, urbanos o interurbanos, así como por vías o terrenos que sin tener tal aptitud sean de uso común.

Y antes de adentrarme en el estudio de las materias concretas que pretendo abarcar, quiero indicar la legislación, tanto de orden material y sustantivo como procesal, que se han de tener a la vista y cuyas disposiciones se irán citando y transcribiendo cuando sean convenientes. Así:

1.  DE ORDEN SUSTANTIVO Y MATERIAL

CÓDIGO CIVIL, ARTS. 1902 Y SIGUIENTES.

Ley 18/1989, de 25 de julio, de Bases sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. BOE núm. 178, de 27 de julio.

Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos de Motor y Seguridad Vial. BOE núm. 63, de 14 de marzo.

Ley 19/2001, de 19 de diciembre, de reforma del Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo. BOE núm. 304, de 20 de diciembre.

Ley 17/2005, de 19 de julio, por la que se regula el permiso y la licencia de conducción por puntos y se modifica el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. BOE núm. 172, de 20 de julio.

Ley Orgánica 15/2007, de 30 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal en materia de seguridad vial. La Disposición Final Primera, reforma determinados artículos del Real Decreto 339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. BOE núm. 288, de 1 de diciembre.

Real Decreto 13/1992, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento General de Circulación, para la aplicación y desarrollo de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad vial. BOE núm. 27, de 31 de enero.

Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, de modificación del anterior, pero debido a su amplitud conviene ejecutar un nuevo Reglamento General de la Circulación. BOE núm. 306, de 23 de diciembre.

Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, Reglamento General de Conductores. BOE núm. 135, de 6 de junio. Y disposición del Ministerio del Interior de corrección de erratas, BOE núm. 227, de 22 de septiembre de 1997.

Real Decreto 64/2008, de 25 de enero, por el que se modifica el Reglamento General de Conductores, aprobado por el Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo. BOE núm. 23, de 26 de enero.

Real Decreto 1430/2008, de 29 de agosto, por el que se modifica la Disposición Final Única del Real Decreto 64/2008, de 25 de enero, por el que se modifica el Reglamento General de Conductores, aprobado por el Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo. BOE núm. 210, de 30 de agosto.

2.  EN MATERIA DE SEGUROS

En esta materia me permito hacer una cita sobre el cambio y evolución de las distintas disposiciones legales.

Decreto 632/1968, de 21 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor.

Ley 50/1980, de Contrato de Seguro, de 8 de octubre. BOE núm. 250, de 17 de octubre.

Real Decreto Legislativo 1301/1986, de 28 de junio, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se adapta el Texto Refundido de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor al Ordenamiento Jurídico Comunitario. Dice la Disposición Adicional Única de este Real Decreto Legislativo que en todo lo no previsto en la presente Ley y el Reglamento que se dicte para su desarrollo, el contrato de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos de motor se regirá por la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.

Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, la que en su Disposición Adicional Octava modifica la Ley de Uso y Circulación de Vehículos a Motor (con referencia a los anteriores Decretos 632/1968 y 1301/1986) y la viene a llamar ahora Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor. El Título I es de ordenación civil, con un capítulo I, de disposiciones generales; capítulo II, del aseguramiento obligatorio; capítulo III, satisfacción de la indemnización en el ámbito del seguro obligatorio; y Anexo: sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación (tablas de valoración). BOE núm. 268, de 9 de noviembre de 1995.

Hay que tener en cuenta que la anterior ley fue modificada por el Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre. BOE núm. 267, de 5 de noviembre. Y ésta, por las Leyes 13/2007, de 2 de julio, en materia de supervisión del reaseguro, BOE núm. 158, de 3 de julio; y Ley 21/2007, de 11 de julio, por la que se modifica el Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la circulación de Vehículos a Motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, y el Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, BOE núm. 166, de 12 de julio.

Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, que modifica la de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados de 1995 e introduce un Título III con la denominación de Siniestros ocurridos en un Estado distinto al de residencia del perjudicado, en relación con el aseguramiento obligatorio. BOE núm. 281, de 23 de noviembre.

Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adaptación a la normativa comunitaria de la legislación de seguros privados en cuyo art. 3 modificó la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, que alcanzó a los arts. 3 (incumplimiento de la obligación de asegurarse), 8.1 b) (funciones del Consorcio de Compensación de Seguros), y la Tabla VI de las indemnizaciones (clasificaciones y valores de secuelas). BOE núm. 265, de 5 de noviembre.

Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos de motor, que supone la derogación de todas las anteriores disposiciones. Se compone de tres Títulos, el I, de la ordenación civil; el II, del ordenamiento procesal civil; y el III, de los siniestros ocurridos en un Estado distinto al de la residencia del perjudicado, en relación con el aseguramiento obligatorio. Anexo: sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación. BOE núm. 267, de 5 de noviembre.

La Ley 21/2007, de 11 de julio, por la que se modifica el Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la circulación de Vehículos a Motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, y el Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre. BOE núm. 166, de 12 de julio. Alcanza a distintos artículos.

Por lo que hace a los Reglamentos:

El Real Decreto 2641/1986, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Seguro de Responsabilidad Civil derivada del Uso y Circulación de Vehículos de Motor, de Suscripción Obligatoria, que vino a revisar en su totalidad el anterior Decreto 3787/1964, de 19 de noviembre, y sus modificaciones posteriores de 1965, 1980 y 1983.

El Real Decreto 7/2001, de 12 de enero, por el que se aprueba el Reglamento sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, que deroga expresamente el Real Decreto 2641/1986, de 30 de diciembre. BOE núm. 12, de 13 de enero.

Real Decreto 299/2004, de 20 de febrero, por el que se modifica el anterior. BOE núm. 47, de 24 de febrero.

Real Decreto 1507/2008, de 12 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento del Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil en la Circulación de Vehículos a Motor. La Disposición derogatoria única, viene a derogar los dos anteriores. Se estructura en un Capítulo I: disposiciones generales; Capítulo II: documentación relativa al seguro obligatorio; Capítulo III: satisfacción de la indemnización del seguro obligatorio; Capítulo IV: identificación de la entidad aseguradora y control de la obligación de asegurarse; Anexo: fichero informativo de vehículos asegurados (FIVA). BOE núm. 222, de 13 de septiembre.

En conclusión, la normativa en materia de seguro de responsabilidad civil con ocasión de la circulación de vehículos a motor viene representada actualmente por el Real Decreto Legislativo de 2004, modificado por la Ley de 2007, y el Reglamento de 2008.

3.  EN MATERIA PROCESAL

Ley de Enjuiciamiento Civil de 1/2000, de 7 de enero.BOE núm. 7, de 8 de enero. En su Disposición Derogatoria Única núm. 2, punto 5.º deroga los arts. 17 y 18 de la Ley Sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, Texto Refundido aprobado por Decreto 632/1968, de 21 de marzo, teniendo en cuenta que estos artículos se encuentran en el Título Segundo, y que se refieren a lo que era la demanda ejecutiva, tras la expedición del correspondiente título ejecutivo, y a la oposición. Y la Disposición Final Decimotercera que reforma la misma Ley y en cuanto viene a dar nuevo contenido a la Disposición Adicional y por lo que se refiere a la Mora del Asegurador.






Cauce procesal para el ejercicio de las demandas en que se ejercita la acción de indemnización derivada del accidente de circulación 



No cabe duda que ante un accidente de tráfico sus consecuencias pueden ser incardinadas tanto en el ámbito del Derecho Penal como en el ámbito del Derecho Civil. Aunque el presente trabajo tiene la finalidad de exponer las posibilidades que tienen los perjudicados por un accidente de que las conductas imprudentes y originadoras de responsabilidad sean debidamente enjuiciadas y reclamar los pertinentes daños y perjuicios en la vía civil, nos vemos en la necesidad de hacer una somera referencia a la delimitación de uno y otro campo del Derecho para concluir cuándo nos encontraremos ante una conducta susceptible de ser sometida al procedimiento civil.

1.  EN LA VÍA PENAL

El Código Penal desde 1944, con las siguientes reformas operadas por Decreto 3096/1973, de 14 de septiembre, por el que se publica el Código Penal, Texto Refundido conforme a la Ley 44/1971, de 15 de noviembre, y la posterior Ley Orgánica 8/1983, de 25 de junio, de Reforma Urgente y Parcial del Código Penal, mantenía en el Libro II, de los Delitos y sus Penas, Título XIV, la llamada Imprudencia Punible, y en el Libro III, de las Faltas y sus Penas, el Título III en las faltas contra las personas, la imprudencia simple sin infracción de reglamentos, y en el Título IV, en las faltas contra la propiedad, esa misma imprudencia sin infracción de reglamentos.

Así, en el art. 565, por lo que se refiere al delito, sancionaba el Código Penal al que por imprudencia temeraria ejecutare un hecho que, si mediare malicia, constituía delito. Introducía el elemento de la «imprudencia temeraria», y además, en el mismo precepto, se añadía la «simple imprudencia», o mejor lo que se consideraba una imprudencia leve, pero revestida de la singularidad de la infracción de reglamentos. Y en ambas, cuando las infracciones eran cometidas con vehículo de motor llevaban aparejada la privación del permiso de conducir.

Y en el campo de las faltas, el Código distinguía si se trataba de faltas contra las personas o faltas de daños, cometidas por simple imprudencia. El art. 586 sancionaba al que por simple imprudencia o negligencia sin cometer infracción de reglamentos, causaren un mal a las personas que, si mediare malicia, constituiría delito, y a los que por cualquier clase de imprudencia causen un mal a las personas que, si mediare malicia, constituiría falta. Si eran cometidas esas conductas con vehículo de motor llevaban aparejada la privación del permiso de conducir. Y el art. 600 que sancionaba a los que por imprudencia o negligencia simples, sin cometer infracción de los reglamentos, causen daños en las cosas que, si mediare malicia, constituiría delito, y los que por cualquier clase de imprudencia causen daños en las cosas que, si mediare malicia, constituiría falta.

En definitiva, se diferenciaba la imprudencia temeraria y la simple o leve, y dentro de ésta si era con infracción de reglamentos o sin ella. La jurisprudencia reiterada declaraba que la distinción entre la imprudencia temeraria y la simple no podía obtenerse de los efectos que se produjeran con el acto imprudente, ni de la infracción de reglamentos que suele acompañar a una u otra, sino del grado de imprevisibilidad en que el agente incurra al obrar, ya que cuando se toman algunas medidas precautorias, aunque no todas las exigidas por la naturaleza de la acción en el momento mismo de producirse ésta, la imprudencia queda situada en la zona de la simple, debiendo calificarse en otro caso de temeraria, bien por la omisión de toda diligencia o cuidado, bien porque el agente cree voluntariamente una situación de peligro en que racionalmente haya de prever un resultado dañoso.

Sin embargo, el legislador cambió de rumbo, y guiado por su política de intervención mínima en el ámbito del Derecho Penal, introdujo unas importantes reformas en estas conductas de imprudencia, lo que se materializó despenalizando determinadas conductas y creando en el ámbito civil un proceso nuevo, y ello mediante la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio, de Actualización del Código Penal.

Esta reforma de 1989, y en lo que a la imprudencia penal afectaba, se vio provocada por un cierto estado de opinión entre teóricos y prácticos del Derecho Penal que venían, desde hace tiempo y con insistencia, criticando la regulación vigente y, en especial, la sanción de carácter penal para ciertos supuestos de conductas, concretamente muchas de las denominadas «faltas de tráfico» que se consideraba no merecían, por sus características, y en los tiempos actuales, tal reproche, al haber devenido en meras contiendas de interés privado en las que lo que realmente se ventilan son cuestiones de naturaleza indemnizatoria y afectantes de modo principal a los intereses de las compañías aseguradoras y no propiamente a los sociales o públicos; y junto con aquel estado de opinión, el espíritu y contenido de la Recomendación 18/1987, de 17 de septiembre, del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre la «simplificación de la Justicia Penal», que proclamaba la conveniencia de renunciar a la represión de las conductas merecedoras de más leves sanciones.

La distinción entre los grados clásicos de imprudencia penal, temeraria y simple, se mantiene, si bien con un conjunto de importantes alteraciones, y en principio porque la imprudencia simple antirreglamentaria deja de constituir delito (art. 565) y pasa a la consideración de falta dentro de los nuevos arts. 586 bis y 600. Por ello solamente puede considerarse delito, en este terreno de la circulación de vehículos de motor, las conductas temerarias.

La diferencia entre la imprudencia simple antirreglamentaria y sin infracción de reglamentos está en que respecto de la primera y en cuanto a los hechos con resultado lesivo, con «mal a las personas», se conjuga la pena de privación de libertar y pena de multa, mientras que en la imprudencia simple no antirreglamentaria la pena privativa de libertad es tan sólo alternativa a la pecuniaria.

Y con relación a los hechos con resultado de daños la imprudencia simple sin infracción de reglamentos deviene impune.


«Art. 565. El que por imprudencia temeraria ejecutare un hecho que, si mediare dolo, constituiría delito, será castigado con la pena de prisión menor. Las infracciones penadas en este artículo, cometidas con vehículo de motor, llevarán aparejada la privación del permiso de conducción por tiempo de tres meses y un día a diez años».

«Art. 586 bis. Los que, por simple imprudencia o negligencia causaren un mal a las personas que, de mediar dolo, constituiría delito, serán castigados con la pena de arresto menor y multa de 50.000 a 100.000 pts. siempre que concurriere infracción de reglamentos, y cuando ésta no concurriere, con la de uno a quince días de arresto menor o multa de 50.000 a 100.000 pts. Si el hecho se cometiere con vehículo de motor podrá imponerse además, la privación del permiso de conducir por tiempo de uno a tres meses.

Las infracciones penadas en este título sólo serán perseguibles previa denuncia del ofendido».

«Art. 600. Serán castigados con multa de 25.000 a 100.000 pts. los que por simple imprudencia, con infracción de los reglamentos, causen daños a las cosas cuyo importe exceda de la cuantía del seguro obligatorio. Si el hecho se hubiere cometido con vehículo de motor podrá imponerse, además, la privación del permiso de conducir por tiempo de hasta tres meses.

Las infracciones previstas en este artículo sólo serán perseguibles mediante denuncia del perjudicado».



De todo ello se desprende que la imprudencia temeraria es la única que queda como delito, sustituyéndose el término malicia por el de dolo. Con respecto al resultado de lesiones, los hechos deben revestir los caracteres de delito, con la singular diferenciación entre el delito y la falta de lesiones. Y con respecto a esta impudencia temeraria con resultado de daños, habrá que ponerla en relación con el art. 563 (daños dolosos), pero con la particularidad del apartado segundo: cuando los daños fueren causados por imprudencia temeraria, será de aplicación el art. 565 únicamente cuando la cuantía de dichos daños exceda de la cuantía del Seguro Obligatorio, y siempre previa denuncia del perjudicado. La cita al Seguro Obligatorio lo es al de automóviles, por 2.200.000 pts. del RD 1546/1988, de 23 de diciembre, que modifica el límite del RD 2641/1986, de 30 de diciembre. Lógicamente este límite quedará sometido a las posteriores y sucesivas variaciones.

Por lo que se refiere a las faltas, solamente queda la imprudencia simple con infracción de reglamentos o sin infracción, pero que requiere siempre un resultado lesivo a las personas y que éste constituya delito. Con denuncia del perjudicado.

O la imprudencia simple con infracción de reglamentos con un resultado de daños por cuantía superior al Seguro Obligatorio. Con denuncia del perjudicado.

Aspecto sustancial de la reforma es que los daños por imprudencia temeraria, así como las infracciones culposas constitutivas de falta, sólo serán perseguibles previa denuncia del perjudicado u ofendido, debiendo tener en cuenta que la prescripción por el tipo de delito de imprudencia temeraria lo es de cinco años y que la prescripción de las faltas lo es por plazo de dos meses.

Quedan por tanto, en definitiva, despenalizadas frente al régimen anterior:

Primero. La imprudencia simple generadora de daños, cualquiera que fuere su importe, si no es contraria a los reglamentos.

Segundo. Toda imprudencia simple, incluida la antirreglamentaria, causadora de daños por importe inferior al límite máximo del Seguro Obligatorio.

Tercero. La imprudencia de la clase que fuere que cause un mal a las personas que, de mediar dolo, constituiría falta.

Y si todo esto es oportuno y válido desde el punto de vista penal, lo cierto es que la Ley de 1989 introdujo un nuevo sistema de enjuiciamiento civil que es aplicable indistintamente a los supuestos en que la conducta sea punible y el interesado opte por el ejercicio de la acción civil independientemente de la penal, como para aquellos otros en que la infracción no constituya falta tipificada en el Código Penal. Por tanto, todas aquellas pretensiones que se deduzcan por aplicación del art. 1902 del Código Civil para reclamar daños ocasionados por vehículos de motor se sustanciarán no por el declarativo ordinario según la cuantía, sino por las reglas de este proceso especial.

Así y hasta este momento de la exposición, una vez delimitada la esfera penal, se debía acudir al proceso civil en los siguientes casos:


	
- Para reclamar los daños en las cosas producidos por imprudencia temeraria si la cuantía no excede de la cobertura del Seguro Obligatorio. 

	
- Para los daños en las cosas producidos por imprudencia temeraria aunque el daño sea superior a la cobertura del Seguro Obligatorio siempre que el perjudicado no denuncie el hecho, es decir, no inste el proceso penal. 

	
- Para los daños en las cosas producidos por imprudencia simple sin infracción de reglamentos. La cuantía de los daños será indiferente, ya que el proceso siempre es el verbal civil del automóvil. 

	
- Para los daños en las cosas producidos por imprudencia simple con infracción de reglamentos si los daños no exceden de la cobertura del seguro obligatorio. 

	
- Para los daños en las cosas producidos por imprudencia simple con infracción de reglamentos aunque los daños excedan de la cobertura del seguro obligatorio siempre que el lesionado no presente denuncia, es decir, no inste el proceso penal. 

	
- Para las lesiones en las personas, ya se produzcan por imprudencia simple o por imprudencia temeraria, siempre que el hecho resulte falta. 

	
- Para las lesiones en las personas producidas por imprudencia simple o negligencia, ya se produzcan con o sin infracción de reglamentos, siempre que el lesionado no presente denuncia, es decir, no inste el proceso penal. 

	
- Para exigir las indemnizaciones que procedan cuando abierto el proceso penal el perjudicado se haya reservado la acción civil para ejercitarla en el orden jurisdiccional correspondiente. 

	
- Para exigir las indemnizaciones que sobrepasen los límites a los que se tiene que ajustar el vigente art. 13 del TR de la LRCSCVM. 

	
- Para exigir las indemnizaciones recogidas en el auto del actual art. 13 de la LRCSCVM siempre que el perjudicado no quiera incoar el proceso ejecutivo pertinente. 

	
- Y en definitiva, para exigir los daños que se produzcan con posterioridad a la firmeza de la sentencia dictada en el proceso penal, es decir, para reclamar los daños sobrevenidos a la terminación del proceso o que tengan directa relación con el mismo y que sean consecuencia del hecho enjuiciado en el proceso. 



Además, en las mismas fechas se produjo la integración de las Carreras Judicial (Jueces de Primera Instancia e Instrucción) y Jueces de Distrito, pasando a ser todos Jueces de Primera Instancia e Instrucción. Desaparecieron los Juzgados de Distrito y toda la competencia de ellos pasó a los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, por lo que la reforma en principio no vino a resolver problema alguno, sino incluso a crearlo, porque si atendía al colapso de la Administración de Justicia lo que hizo fue simplemente cambiar de sitio los procedimientos, descongestionando a los Jueces de Instrucción para congestionar a los Jueces de Primera Instancia o Civiles, y ni siquiera a estos en aquellos Partidos Judiciales en que la jurisdicción es mixta.

La entrada en vigor de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, por la que se aprueba el nuevo Código Penal, supone un cambio sustancial respecto del régimen normativo de los delitos imprudentes. El Código Penal derogado consideraba la infracción imprudente como delito autónomo, y así lo hemos visto en los arts. 565, 586 bis y 600 (delito o falta), Sin embargo, el vigente configura la imprudencia como una forma de realización subjetiva de determinados hechos, y además, solamente será punible cuando se encuentre específicamente tipificada. Esta nueva manera de entender las formas criminales imprudentes tienen su reflejo, y al mismo tiempo su vinculación normativa, en el art. 12 CP: «Las acciones y omisiones imprudentes sólo se castigarán cuando expresamente lo disponga la ley». Nos encontramos entonces ante un sistema de numerus clausus de tipos imprudentes frente al anterior sistema que mantenía una tipología abierta.

Además, el Código Penal distingue sólo dos clases de imprudencia: la grave y la leve. La primera queda reservada para los delitos, mientras que las faltas pueden cometerse tanto por imprudencia grave como por imprudencia leve y atendiendo a la naturaleza del resultado.

Es delito de imprudencia grave cuando se causa la muerte de otro (homicidio imprudente), art. 142, y por lo que hace al accidente, cuando se causa con la utilización de vehículo de motor o ciclomotor.

En el art. 152 se recoge como delito el que por imprudencia grave causare alguna de las lesiones previstas en los artículos anteriores, y prevé en distinta penalidad: el que causare a otro una lesión que menoscabe su integridad corporal o su salud física o mental (art. 147 núm. 1); el que causare a otro la pérdida o inutilidad de un órgano o miembro principal, o de un sentido, la impotencia, la esterilidad, una grave deformidad o una grave enfermedad somática o psíquica (art. 149); o el que causare a otro la pérdida o inutilidad de un órgano o miembro no principal, o la deformidad (art. 150), añadiéndose en el mismo artículo la circunstancias de que estas lesiones se hayan cometido con la utilización de un vehículo de motor o ciclomotor.

En el campo de las faltas, concretamente en las faltas contra las personas, el art. 621 dispone: 1. Los que por imprudencia grave causaren alguna de las lesiones previstas en el apartado 2 del art. 147. 2. Los que por imprudencia leve causaren la muerte de otra persona. 3. Los que por imprudencia leve causaren lesión constitutiva de delito. 4. Si el hecho se cometiera con vehículo a motor o ciclomotor. 6. Las infracciones penadas en este artículo sólo serán perseguibles, mediante denuncia de la persona agraviada o de su representante legal.

Veamos aquí que la imprudencia grave pero con resultado de lesiones del art. 147 núm. 2, de menor gravedad que las del núm. 1, es considerada falta; y en contraposición, los mismos resultados lesivos constitutivos de delitos pero cometidos por imprudencia leve. Y cierra el precepto la previa denuncia del perjudicado, debiéndose añadir que conforme al art. 131 las faltas prescriben a los seis meses.

La distinción entre la imprudencia grave y la leve se lleva a cabo por criterios meramente graduales y valorativos. La grave constituirá los supuestos más extremos de culpa o negligencia, y la leve los más simples. El Tribunal Supremo ha declarado que la imprudencia grave se caracteriza por la negligencia inexcusable, por el olvido de las precauciones que aconseja la más vulgar diligencia, la imprecisión más absoluta o haber obrado con inexcusable irreflexión o ligereza. La imprudencia leve vendría constituida por la omisión de aquel cuidado que por no ser inexcusable o aconsejable para la más vulgar prudencia, sólo puede exigirse en determinados casos.

Por lo que se refiere a los daños causados por imprudencia, estos se contemplan en el art. 267: Los daños causados por imprudencia grave en cuantía superior a diez millones de pesetas (60.101,21 euros), serán castigados atendiendo a la importancia de los mismos. Las infracciones sólo serán perseguibles previa denuncia de la persona agraviada o de su representante legal. El Ministerio Fiscal también podrá denunciar cuando aquella sea menor de edad, incapaz o una persona desvalida.

De este precepto se extraen varias consecuencias: que solamente son punibles como delito los daños que excedan de la indicada cantidad, y además solamente previa denuncia. Por lo que todo acto imprudente con resultado de daños por cantidad inferior a esa cifra estaría despenalizado, y siendo cometido con vehículo de motor o ciclomotor deberá acudirse a la vía civil.

Realizada esta panorámica de la vía penal vigente nos encontramos en condiciones de afirmar que deberá acudirse a la vía civil en los siguientes casos:


	
1. Cuando por motivo de un accidente en la circulación de vehículo de motor o de ciclomotor, se causen lesiones a las personas que tengan la naturaleza de faltas y no exista denuncia de la persona perjudicada, o hayan prescrito por el transcurso de los seis meses. 

	
2. Cuando por motivo de un accidente en la circulación de vehículo de motor o de ciclomotor se causen daños en las cosas por cuantía superior a 10.000.000 pts. (60.101,21 euros) y no exista denuncia de la persona perjudicada. En este supuesto deberá tenerse en cuenta que la prescripción del delito lo es por plazo de tres años (art. 131 del Código Penal), mientras que la prescripción para la exigencia de la responsabilidad civil extracontractual lo es de un año (art. 1968 núm. 2 del Código Civil). 

	
3. Cualquier reclamación de daños inferior a 10.000.000 pts. (60.101,21 euros). 

	
4. Para exigir las indemnizaciones que procedan cuando abierto el proceso penal el perjudicado se haya reservado la acción civil para ejercitarla en el orden jurisdiccional correspondiente. 

	
5. Para exigir las indemnizaciones que sobrepasen los límites a los que se tiene que ajustar el art. 13 del TR de la LRCSCVM. 

	
6. Para exigir las indemnizaciones recogidas en el auto del art. 13 de la LRCSCVM siempre que el perjudicado no quiera incoar el proceso de ejecución pertinente. 

	
7. Y en definitiva, para exigir los daños que se produzcan con posterioridad a la firmeza de la sentencia dictada en el proceso penal, es decir, para reclamar los daños sobrevenidos a la terminación del proceso o que tengan directa relación con el mismo y que sean consecuencia del hecho enjuiciado en el proceso. 



2.  EN LA VÍA CIVIL

Hemos mencionado anteriormente la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio, de actualización del Código Penal, que venía a despenalizar determinadas conductas derivadas del accidente de circulación, especialmente evitar la sanción de carácter penal para las denominadas «faltas de tráfico» que se consideraba no merecían, por sus características, y en los tiempos actuales, tal reproche, al haber devenido en meras contiendas de interés privado en las que lo que realmente se ventilan son cuestiones de naturaleza indemnizatoria y afectantes de modo principal a los intereses de las compañías aseguradoras y no propiamente a los intereses sociales o públicos. Pues bien, esta Ley de 1989 remitió al cauce del Juicio Verbal para reclamar las pertinentes indemnizaciones sin limitación de cuantía, como así lo señalaba la Disposición Adicional Primera, punto 1, de la citada Ley: los procesos civiles, cualquiera que sea su cuantía, relativos a la indemnización de los daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor, se decidirán en juicio verbal, y en el punto 2, que la competencia territorial para el conocimiento de estos asuntos la tenía el Juez del Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se ocasionaron los daños, previo examen de su competencia territorial. No obstante, otras especialidades o particularidades de este juicio verbal, a parte de la cuantía que no quedaba limitada a las 80.000 pts. que era el límite cuantitativo de estos procesos, según la Ley 34/1984, de reforma procesal, se contenían en las siguientes Disposiciones de aquella Ley de 1989, y así:.


«Disposición Adicional Primera. 3. El Juez podrá, de oficio o a instancia de parte, solicitar de las Autoridades correspondientes los atestados que hubieren instruido y los informes que juzgue oportunos. Ello supone de por sí una evidente quiebra del sistema dispositivo y de aportación de parte, especialmente en la fase probatoria del procedimiento».

4. Para interponer recurso de apelación contra la resolución que ponga fin a los procesos a que se refiere la presente disposición, el condenado al pago de la indemnización deberá acreditar haber constituido depósito en el establecimiento destinado al efecto del importe de la condena que se le hubiere impuesto, incrementado con los intereses y recargos exigibles».

«Disposición Adicional Segunda. 1. En los procesos a que se refiere la disposición anterior, cuando la parte apelada solicite la ejecución provisional de la sentencia al amparo de lo dispuesto en el art. 385 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el Juez accederá a ella aunque no se ofrezca la constitución de fianza, si bien en este caso la ejecución se limitará a la parte de la condena de la que deba responder el asegurador. No obstante, no se entregará al apelado el importe de la condena hasta que se haya resuelto el recurso de apelación, mientras no preste la fianza o aval bancario a que se refiere el art. 385 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, quedando entre tanto en depósito en el establecimiento destinado al efecto».

2. El perjudicado podrá obtener la ejecución de la sentencia de primera instancia cuando fuese él mismo quien hubiere interpuesto el recurso de apelación».

«Disposición Adicional Tercera. Las indemnizaciones que deban satisfacer los aseguradores como consecuencia del seguro de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos de motor, devengarán un interés anual del 20 por ciento a favor del perjudicado desde la fecha del siniestro, si no fueren satisfechas o consignadas judicialmente dentro de los tres meses naturales siguientes a aquella fecha. Lo dispuesto anteriormente no será de aplicación al Consorcio de Compensación de Seguros cuando responda como fondo de garantía».



La remisión era, obviamente, al Juicio Verbal regulado en los arts. 715 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, y del que destacaremos ahora, a modo de curiosidad legal, la cita que se hacía en el art. 732 de que las sentencias dictadas en los juicios verbales a los que se refiere el art. 715 no serán susceptibles de recurso de apelación cuando hayan resuelto sobre acciones personales basadas en derechos de crédito. Como el juicio verbal tenía como límite cuantitativo el de las 80.000 pts., la jurisprudencia venía a considerar que en los juicios verbales seguidos en reclamación de daños y perjuicios ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor si la cuantía de las indemnizaciones que se reclamaban era inferior a aquella cifra, las sentencias dictadas no podían ser susceptibles del recurso de apelación.

Y otra cuestión que se solía plantear era la referida a las costas del procedimiento y en razón de la asistencia de Procurador y de Abogado. Se decía para resolver la cuestión que el tema no era otro que la inclusión en la tasación de costas de los honorarios de Letrados y Procuradores manteniéndose el criterio de incluir dichos honorarios profesionales en las tasaciones de costas que se efectúen en los juicios verbales relacionados con la circulación de vehículos de motor y cuando exista condena al pago de las mismas. Los arts. 4 núm. 2 y 10 de la Ley de Enjuiciamiento Civil no imponen la intervención de estos profesionales en los juicios verbales debido a que la cuantía propia de los mismos es reducida, actualmente en el límite de 80.000 pts. según la Ley 10/1992, de 30 de abril de reforma procesal; pero el juicio denominado verbal de trafico, introducido por la Ley de 21 de junio de 1989 no tiene determinación de cuantía, ventilándose en el mismo a veces verdaderas complejidades de situaciones en que los interesados no tienen los conocimientos adecuados que poseen los profesionales del derecho, llegándose a producir casos de indefensión al comparecer los particulares por sí mismos y sin asistencia letrada; y así, si atendiéramos al tenor literal de los preceptos antes mencionados, se daría el caso que los particulares, no siendo asistidos de profesionales y cuya intervención no fuere obligatoria, no se podría incluir en la tasación de costas sus honorarios, con lo cual el propio interesado, a pesar de obtener su crédito, lo vería mermado al tener que sufragar él mismo dichos gastos. Por eso, atendiendo a un criterio puramente objetivo y con el fin de suplir la falta de regulación en la materia, en los juicios verbales por accidentes de circulación y cuyo conocimiento viene atribuido a los Juzgados de Primera Instancia, y sobre todo para resolver dicho problema, se ha venido aplicando por analogía las cuantías de los distintos procedimientos declarativos y que no es otra que cuando la cuantía no supera las 80.000 pts. no es necesaria la intervención de Abogado ni de Procurador, si la cuantía excede de las 80.000 pts. pero no de las 800.000 pts. (límite del llamado juicio de cognición contemplado en el Decreto de 21 de noviembre de 1952) pueden ser incluidos en tasación los honorarios del Letrado, pero no los del Procurador. Y cuando supera las 800.000 pts., que es la que fija el juicio declarativo ordinario de menor cuantía, puede entonces incluirse la partida correspondiente a los Procuradores.

Procesalmente se actuó así durante años tanto en los Juzgados de Primer Instancia como en las Audiencias Provinciales, hasta la llegada de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero, BOE núm. 7, de 8 de enero, la que tuvo su entrada en vigor al año siguiente, 8 de enero de 2001, y la que habla ahora de procesos declarativos para incluir solamente al llamado Juicio Ordinario y al Juicio Verbal; y como no se contiene ninguna norma especial referente a esta clase de juicio o procedimiento en que se ventilan las responsabilidades derivadas de la circulación de vehículos de motor, la primera consecuencia que debemos extraer es que aquella de 1989 de la que partimos está derogada por la remisión tácita que se contiene en la Disposición Derogatoria Tercera, a cuyo tenor, se considerarán derogadas, conforme al apartado segundo del art. 2 del Código Civil, cuantas normas se opongan o sean incompatibles con lo dispuesto en la presente Ley. La conclusión es que en la tramitación de estos procedimientos deberá estarse a la cuantía determinada que se reclame y encajarla en los arts. 249 y 250.


«Art. 249.2. Se decidirán en el juicio ordinario las demandas cuya cuantía exceda de 500.000 pts. y aquellas cuyo interés económico resulte imposible de calcular, ni siquiera de modo relativo».

«Art. 250.2. Se decidirán también en juicio verbal las demandas cuya cuantía no exceda de 500.000 pts.».



De esta forma las demandas por las que se pretenda la indemnización de daños y perjuicios derivados del accidente de circulación deberán tramitarse por las normas del Juicio Ordinario o por las normas del Juicio Verbal pero atendiendo simplemente a la cuantía que se reclame.

Debe tenerse en cuenta en esta materia de las cuantías lo dispuesto en la Disposición Adicional Segunda de la LEC cuando se autoriza al Gobierno, con informe del Consejo General del Poder Judicial y del Consejo de Estado, a actualizar las cuantías de la Ley.

Y por lo que se refiere a la conversión de las pesetas en euros habrá que tener en cuenta el Real Decreto 1417/2001, de 17 de diciembre, BOE de 27 de diciembre.


«Art. 249.2. Se decidirán en el juicio ordinario las demandas cuya cuantía exceda de 3.000 euros y aquellas cuyo interés económico resulte imposible de calcular, ni siquiera de modo relativo».

«Art. 250.2. Se decidirán también en juicio verbal las demandas cuya cuantía no exceda de 3.000 euros».








El juicio civil de tráfico 



Enlazando con lo que acabamos de manifestar acerca de la vía civil para el ejercicio de las demandas sobre indemnizaciones derivadas del accidente de circulación, y teniendo en cuenta las cuantías para saber si estamos en presencia del juicio declarativo ordinario o del juicio declarativo verbal, vamos a desarrollar en este apartado distintas particularidades del procedimiento.

1.  JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. COMPETENCIA OBJETIVA Y COMPETENCIA TERRITORIAL

Abordamos la competencia de los órganos judiciales para el conocimiento de las demandas en reclamación de las consecuencias derivadas del accidente de circulación, bien entendido que nos importa la llamada competencia objetiva y la competencia territorial.

1.1.  Competencia objetiva

La función de juzgar y ejecutar lo juzgado, principio constitucional establecido en el núm. 3 del art. 117 de la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, conforma el concepto de jurisdicción. La pluralidad y diversidad de órganos de un mismo poder, el poder jurisdiccional, se basa, o bien en la atención que tiene el Estado de acercar la Justicia al justiciable, por lo que existe una red de órganos judiciales con idéntica función en diversos lugares, o bien en la existencia de Tribunales de justicia con cometidos distintos dentro de lo jurisdiccional, por lo que se dan diversas clases de órganos dotados de capacidades especializadas sobre cuestiones diferentes en razón de la materia y también de la importancia económica de cada asunto. En definitiva, la atribución de la facultad de resolver un asunto concreto a un órgano determinado es lo que se llama «competencia».

Dice la Ley Orgánica del Poder Judicial 1/1985, de 1 de julio, en su art. 9.1.2 y 6, que los Juzgados y Tribunales ejercerán su jurisdicción exclusivamente en aquellos casos en que les venga atribuida por esta u otra ley; que los Juzgados del orden civil conocerán, además de las materias que les son propias, de todas aquellas que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional; y que la jurisdicción es improrrogable. Los órganos judiciales apreciarán de oficio la falta de jurisdicción y resolverán sobre la misma con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal. En todo caso, esta resolución será fundada y se efectuará indicando siempre el orden jurisdiccional que se estime competente.

Por su parte la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 dispone en su art. 45 que corresponde a los Juzgados de Primera Instancia el conocimiento de todos los asuntos civiles que por disposición legal expresa no se hallen atribuidos a otros Tribunales. Conocerán, asimismo, dichos Juzgados de los asuntos, actos, cuestiones y recursos que les atribuya la Ley Orgánica del Poder Judicial. Corresponde entonces a los Juzgados de Primera Instancia el conocimiento de las demandas sobre estas cuestiones derivadas del tráfico; y también, en su caso, a los Juzgados de Paz, ya que conforme al art. 47 estos tienen competencia para el conocimiento, en primera instancia, de los asuntos civiles de cuantía no superior a 90 euros.

Dicho esto, se nos antoja francamente difícil que una demanda de estas características sea presentada y conocida por órgano judicial distinto al orden civil y en Primera Instancia, ya que conforme a los arts. 48 y 49 LEC la competencia debe ser apreciada de oficio por el Tribunal, para rechazarla si no la tiene; y es que además puede ser alegada a instancia de parte. A tenor de los citados preceptos el mecanismo es distinto:

El propio juez de oficio debe examinar esta competencia objetiva, y para el caso de no tenerla, previo informe del Ministerio Fiscal, dictar auto indicando el Tribunal al que corresponde el conocimiento del asunto. En definitiva el Tribunal se limita a indicar a las partes que órgano judicial es al que corresponde el conocimiento del asunto y ante el que podrán reproducir sus pretensiones en el legítimo ejercicio de sus derechos. Por lo demás, como el auto dictado en este sentido impediría seguir conociendo del asunto, siendo una resolución definitiva, cabría frente al mismo recurso de apelación.

Cuando es a instancia de parte, dice el art. 49, que el demandado podrá denunciar la falta de competencia objetiva mediante la declinatoria. En este caso, tramitada la misma, si el Tribunal entiende que no es competente, dictará auto absteniéndose de conocer e indicando a las partes ante qué órganos han de usar de su derecho, y como este auto también es definitivo, sería susceptible del recurso de apelación. En cambio, si estima que es competente, dictará auto mandando proseguir las actuaciones, y este auto solamente es susceptible de recurso de reposición, sin perjuicio de que se reproduzca esta cuestión al apelar de la sentencia definitiva (arts. 65 y 66).

1.2.  Competencia territorial

En esta materia del accidente de tráfico no existe referencia a fuero general alguno, ni existe posibilidad de sumisión, tratándose de un supuesto de competencia territorial especial, o lo que podemos llamar fuero imperativo, y así el art. 52 núm. 1 apartado 9.º LEC señala que en los juicios en que se pida indemnización de los daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos de motor será competente el Tribunal del lugar en que se causaron los daños.

En este supuesto volvemos a preguntarnos cómo se controlará esta competencia territorial, y la respuesta lo es que conforme a los arts. 58 y 59 se produce el mismo mecanismo anterior: ser apreciada de oficio por el Tribunal, o ser alegada a instancia de parte.

El art. 58 indica en líneas generales que como la competencia territorial viene fijada por una regla imperativa el Tribunal examinará de oficio su competencia inmediatamente después de presentada la demanda y, previa audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes personadas, si entiende que carece de competencia territorial para conocer del asunto, lo declarará así mediante auto, remitiendo las actuaciones al Tribunal que considere territorialmente competente. Aquí debemos añadir nuevamente que como este auto es definitivo, contra el mismo cabrá interponer recurso de apelación.

Cuando es la propia parte demandada, o quienes puedan ser parte legítima en el pleito, los que pretendan alegar la falta de competencia territorial del órgano judicial, ésta solamente podrá invocarse, dice el art. 59, mediante el ejercicio de la declinatoria. En este caso, tramitada la misma, si el Tribunal considera que no es competente para el conocimiento del asunto por razón del territorio, dictará auto inhibiéndose a favor del órgano al que corresponda la competencia y acordará remitirle los autos con emplazamiento de las partes para que comparezcan ante él en el plazo de diez días. Diremos a los efectos de recurso que a tenor del art. 67 contra los autos que resuelvan sobre la competencia territorial no se dará recurso alguno; y en los recursos de apelación y extraordinario por infracción procesal sólo se admitirán alegaciones de falta de competencia territorial cuando, en el caso de que se trate, fuesen de aplicación normas imperativas.

Para cerrar este capítulo podríamos preguntarnos si a pesar de todo ello sería posible tramitar y resolver un asunto de tráfico con falta de competencia objetiva e incluso territorial, y la respuesta es positiva. No apreciando de oficio el Juez o Tribunal su competencia objetiva o territorial, ni denunciada a instancia de parte legítima, podría llegarse hasta el dictado de la sentencia. Lo que podría entonces suceder es que en el previsible recurso de apelación, alegada por el recurrente la infracción de normas conforme al art. 459, el Tribunal ad quem declarara la nulidad de las actuaciones por haberse seguido ante un Tribunal manifiestamente incompetente, dejando a salvo el derecho de las partes a ejercitar sus acciones ante el Tribunal que resultare competente.

¿Cómo se traslada toda esta doctrina a los Juicios Ordinarios y a los Juicios Verbales de tráfico?

Como norma general diremos que a tenor del art. 64 de la Ley Procesal la declinatoria se habrá de proponer dentro de los diez primeros días del plazo para contestar a la demanda, o en los cinco primeros días posteriores a la citación para vista, y surtirá el efecto de suspender, hasta que sea resuelta, el plazo para contestar, o el cómputo para el día de la vista, y el curso del pleito principal.

En el Juicio Ordinario, debe hacerse en ese plazo, y a tal efecto, el art. 416 núm. 2 dispone que el demandado y en la audiencia previa no podrá impugnar la falta de jurisdicción o de competencia del Tribunal, que hubo de proponer en forma de declinatoria; no obstante lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de lo previsto en la ley sobre apreciación por el Tribunal, de oficio, de su falta de jurisdicción o de competencia.

Por lo que se refiere al Juicio Verbal, el art. 443 núm. 2 apartado segundo indica que el demandado no podrá impugnar en el acto del juicio la falta de jurisdicción o de competencia del Tribunal, que hubo de proponer en forma de declinatoria, sin perjuicio de lo previsto sobre apreciación de oficio por el Tribunal de su falta de jurisdicción o de competencia.

Si no abrigamos ninguna duda acerca de que el demandado debe proponer la falta de ambas competencias mediante la declinatoria, sí nos cuestionamos, por virtud de las remisiones que se hacen a la apreciación de oficio por el Tribunal, si éste puede en los trámites de la audiencia previa o el acto del juicio volver a examinar su competencia.

La cuestión se nos antoja nuevamente difícil, ya que el juez debe examinar de oficio su competencia pero en el momento inicial de las actuaciones, esto es, cuando se presenta la demanda por el demandante, tanto en el juicio ordinario como en el juicio verbal (arts. 404 y 440). Sin embargo, debemos pensar aún en el supuesto de que se hubiera despachado la demanda, que no se hubiera hecho uso de la declinatoria, y que en aquellos momentos de audiencia o juicio manifestara alguna de las partes, especialmente el demandado, que el Tribunal no tiene competencia objetiva o no tiene competencia territorial para conocer del asunto.

Estimo que los incisos finales de los arts. 416 y 443 podrían tener virtualidad en estos momentos y el juez apreciar su incompetencia; y esto no es descabellado puesto que no sólo se infiere de estos artículos sino del propio art. 48 en cuanto a la competencia objetiva, cuando anuncia que la falta de competencia objetiva se apreciará de oficio, «tan pronto como se advierta», por el Tribunal que esté conociendo del asunto, con audiencia del Ministerio Fiscal y de las propias partes; y en cuanto a la competencia territorial, a pesar de que el art. 58 dice que se examinará «inmediatamente después de presentada la demanda» pareciendo excluyente esta situación, tampoco podemos olvidar que nos encontramos ante un caso de competencia regida por «fuero imperativo» y que es preferible terminar el proceso en esos momentos, que no tramitarlo y esperar que un Tribunal superior en apelación declare la nulidad de la sentencia que se dictara.

1.3.  La competencia territorial en demandas frente al Consorcio de Compensación de Seguros

En el ámbito de la competencia territorial puede plantearse el supuesto de la concurrencia en el juicio, y como parte legitimada pasivamente, del Consorcio de Compensación de Seguros.

Con la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 existían dos posturas acerca de la competencia territorial, la del Juzgado de Primera Instancia del lugar del accidente, o la del Juzgado de Primera Instancia de la Capital de la Provincia, ya que conforme al art. 71 núm. 2 para el conocimiento y resolución de los procesos civiles en que sea parte el Estado, las Entidades Estatales de Derecho público y los órganos Constitucionales, serán únicamente competentes los Juzgados y Tribunales que tengan su sede en las capitales de provincia, en Ceuta o en Melilla.

Una primera postura mantenía que esta norma del art. 71 no debía operar ya que el mismo estaba derogado por la normativa del proceso especial que tenía rango de Ley Orgánica (Ley 3/1989), además que la Disposición Adicional que introducía la norma de competencia era especial y que por tanto debía prevalecer sobre la general, y finalmente, porque se trataba de llegar a un principio de igualdad, reconocido en la Constitución, para las personas y para el proceso. No obstante, todas estas razones eran discutibles, la primera porque la propia Ley Orgánica señalaba en su Disposición Final que precisamente las Disposiciones Adicionales tenían carácter de Ley Ordinaria, por lo que la prevalencia de la normativa legislativa no era posible argumentarla; el fundamento de que lo especial deroga a lo general tampoco debe considerase aplicable porque no existe referencia expresa a tal derogación del fuero especial cuando sea parte el Estado u otro Organismo estatal de Derecho Público; y solamente podría mantenerse la tercera de las razones, operando la vis atractiva de la competencia territorial ordinaria del lugar en que ocurrieron los daños pues ello es más conforme con la tutela efectiva a la que el justiciable tiene derecho, y en dicho concepto está el que el pleito se siga ante el Juzgado que está próximo al lugar de los hechos, no sólo por comodidad sino por el esencial principio de la aproximación de la justicia al justiciable.

Esta postura es la que mantenían la mayoría de las Audiencias Provinciales, y con el siguiente razonamiento: En la interpretación del art. 71 citado en relación a los procesos que estableció la Ley Orgánica 3/1989, en su Disposición Adicional Primera, los denominados en la práctica forense Juicios Verbales del Automóvil, de especiales características frente a los Verbales comunes, tanto por superar sus límites cuantitativos, como por las facultades que concede al juzgador en orden a la aportación de elementos probatorios, como sobre todo por su específico objeto y concreta finalidad para la que fue creado, debe prevalecer sobre cualquier otro criterio para determinar cuál ha de ser el órgano judicial de Primera Instancia competente por razón del territorio para conocer de tales procesos, el que de forma clara y precisa establece el párrafo segundo de la indicada Disposición Adicional y que es el referido al lugar de comisión del hecho o como literalmente indica el lugar «donde se causaron los daños», concreto fuero que en principio debe entenderse viene justificado y entre otras razones por la circunstancia de que con ello se facilita en la mayoría de los supuestos el más fácil acceso al órgano judicial de los posibles perjudicados, frecuentemente residentes próximos al lugar de los hechos, propiciándose asimismo la aportación de las pruebas, y además por cuanto tal fuero se basa en un criterio objetivo y unificador para todos los posibles demandados, responsables civiles de cualquier índole o condición y cualquiera que fuese su domicilio. Y todo ello a pesar de lo establecido en el art. 71 párrafo segundo de la Ley de Enjuiciamiento Civil antes citado y según la redacción dada al mismo por la Ley 10/1992 y porque se entiende que dicha previsión general no deviene aplicable a procesos como el presente aunque sea parte en el mismo el Consorcio de Compensación de Seguros como demandado y ello porque deben prevalecer sobre lo prevenido con carácter general en el art. 71 las especiales características, objeto y finalidad antes comentadas del juicio verbal del automóvil, siendo de observar además que el propio precepto indicado en otros párrafos previene incluso que dicha norma competencial no operará en diversos supuestos y precisamente por sus especiales características y objeto de ellos como son los juicios universales y los interdictos que menciona. Además la competencia territorial en el artículo citado no es más que una situación de privilegio para los entes en el mismo mencionado, privilegio que por el contrario implicará para las demás partes una carga procesal no claramente justificada, y por ello debe ser objeto de una interpretación restrictiva para conseguir así la mayor igualdad posible de todas las partes que intervienen en el proceso. Ha de recordarse por otra parte, y a los mismos fines de rechazar la operatividad en relación a procesos como el presente del art. 71 párrafo segundo de la Ley Procesal Civil, la consideración de que si bien el Consorcio de Compensación de Seguros es, cual proclama su vigente Estatuto, una Entidad de Derecho Público, su régimen jurídico presenta una evidente singularidad frente a otras Entidades Públicas a las que alude, y entre otras y a los fines que afectan a la cuestión que se resuelve, los arts. 1 inciso final 2.2, 6 y siguientes, 20.3 y 21 todos de su citado Estatuto, poseyendo un patrimonio distinto al del Estado y debiendo de ajustar su actividad en el ejercicio de su función aseguradora al Ordenamiento Jurídico Privado, circunstancia resaltada por la doctrina jurisprudencial a los fines de extraer determinadas consecuencias (sentencias de 5 de julio de 1994 y 14 de marzo de 1995), también puede deducirse con fundamento que como se decía, y en relación a la excepción alegada, la intervención en el juicio verbal del automóvil del Consorcio de Compensación de Seguros, traído siempre a tales procesos en base a las previsiones contenidas en el art. 11 de su Estatuto y en el art. 8 de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor, que debe ser tenida en cuenta la norma determinante de la competencia territorial que la Disposición Adicional Primera de la Ley 3/1989 estableció y no el art. 71 núm. 2 de la LEC. Por último, y en todo caso, y con independencia de cuanto se ha dicho, ha de reputarse competente el Juzgado ante el que se presentó la demanda y en cuyo territorio se produjo el accidente viario objeto de esta causa en base a lo que previene el art. 62 núm. 1 párrafo 2.º, puesto que habiéndose dirigido la demanda no sólo contra el Consorcio de Compensación de Seguros sino también contra persona distinta, el Sr. Don... y como primer posible responsable de los hechos, demandado con el que el referido Consorcio devendría responsable solidario y dado que en relación a la acción dirigida contra el referido demandado la competencia vendría dada de forma inexcusable por el fuero que establece la Disposición Transitoria Tercera de la Ley 3/1989, tal fuero sería también aplicable al Consorcio de Compensación de Seguros demandado.

La segunda de las posturas es la que debe prevalecer, puesto que es lo que acontece tras la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica del Estado e Instituciones Públicas, BOE núm. 285, de 28 de noviembre, y por lo que se denomina el «fuero territorial del Estado», en cuyo art. 15 se señala: Para el conocimiento y resolución de los procesos civiles en que sean parte el Estado, los Organismos públicos o los órganos constitucionales, serán en todo caso competentes los Juzgados y Tribunales que tengan su sede en las Capitales de Provincia, en Ceuta y en Melilla. Esta norma se aplicará con preferencia a cualquier otra norma sobre competencia territorial que pudiera concurrir en el procedimiento. Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación a los juicios universales ni a los interdictos de obra ruinosa.

Este precepto responde al criterio sostenido en la propia Exposición de Motivos de la Ley: A la necesidad de clarificación y sistematización de la variada normativa que en la actualidad regula la posición del Estado ante las diversas jurisdicciones, derogando expresamente en unos casos y redactando nuevamente en otros, los preceptos de aquellas normas que resultan decididamente incompatibles con los actuales principios constitucionales, o que se hallan en pugna con el régimen de organización de las entidades públicas territoriales previsto en la Constitución.

Tras esta especial regulación legal se está en el caso de afirmar que el único fuero territorial para conocer de la demanda lo es el del Juzgado de Primera Instancia de la Capitalidad de la Provincia. Además, y aunque la Ley Procesal Civil no lo contenga en su articulado, si hace referencia al mismo en la Disposición Derogatoria Única, inciso final, cuando indica que se considera en vigor la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones públicas.

2.  LAS PARTES. LA LEGITIMACIÓN

Como principio general al hablar de partes en un proceso es obvio que nos estamos refiriendo a la legitimación, entendida como la capacidad de obrar y comparecer en el mismo, tanto desde el lado de la legitimación activa como de la legitimación pasiva, y así lo establece la LEC en sus arts. 6 y siguientes al hablar de la capacidad para ser parte, la capacidad procesal y la legitimación; en el primer aspecto, entre otras, las personas físicas y las jurídicas; en el segundo, los que estén en el pleno ejercicio de sus derechos civiles; y en el tercero, que deben considerarse partes legítimas quienes comparezcan y actúen en juicio como titulares de la relación jurídica u objeto litigioso. Y para comprender mejor un concepto de legitimación consignaremos la acertada y clara doctrina sentada por una antigua sentencia del Tribunal Supremo de 24 de abril de 1969: la legitimación es una cualidad jurídica de la persona, exigida por la ley a los sujetos que figuran como partes en el proceso, integrante de un requisito imprescindible para que la pretensión se examine en cuanto al fondo por el órgano jurisdiccional, cualidad que solamente ostentan aquellas personas que se hallen en una determinada relación con el objeto del proceso y que en el caso de la legitimación directa es identificada por la ley como la titularidad activa o pasiva de la relación jurídica deducida en el litigio de que se trate, es decir, que de los plurales requisitos de la pretensión, la legitimación en causa es uno de los de carácter subjetivo, por gravitar precisamente sobre los sujetos activos y pasivos de aquella, distinto, por consiguiente, de los de carácter objetivo, denominados así porque afectan al objeto de la pretensión, uno de los cuales consiste en la posibilidad jurídica de ésta, por no ser contraria a las normas imperativas de la ley o de la ética.

Así habrá de salirse del proceso y entrar en la propia relación de las partes para determinar cuáles son las que en cada juicio deben figurar como demandantes y como demandados, siendo el derecho material el que nos dirá que en el proceso han de figurar como partes los sujetos que, por la relación en que se hallan respecto del objeto del mismo, están llamadas a ejercitar la acción y a defenderse, como partes activa y pasiva respectivamente. Los sujetos así identificados reciben en nuestro derecho la denominación de partes legítimas y a la cualidad que tienen los mismos se llama legitimación o facultad de llevar el proceso.

Pero al caso de que tratamos sobre el accidente de tráfico la verdad es que entre las partes contendientes no existirá ninguna relación jurídica, entendida como negocio jurídico o contrato bilateral, salvo la que se deriva del propio siniestro, y frecuentemente nos hallaremos ante una compleja situación jurídica derivada de la intervención de distintos vehículos, con la existencia de seguros, reaseguros, terceros perjudicados, contratos de transporte de mercancías o de viajeros, y que hace que al darse estos supuestos conjuntamente se planteen en la práctica problemas para determinar las personas legitimadas para el inicio del mismo. Trataremos en este apartado de hacer, en la medida de lo posible, una disección de los distintos intervinientes. Pero antes que nada intercalaremos dos conceptos claves en esta materia: lo que debe entenderse por vehículo de motor y por hecho de la circulación. Para ello recurriremos a los arts. 1 y 2 del Reglamento RCSCVM de 2008.


«Art. 1 Vehículos a motor.

1. Tienen la consideración de vehículos a motor, a los efectos de la responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor y de la obligación de aseguramiento, todos los vehículos idóneos para circular por la superficie terrestre e impulsados a motor, incluidos los ciclomotores, vehículos especiales, remolques y semirremolques, cuya puesta en circulación requiera autorización administrativa de acuerdo con lo dispuesto en la legislación sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial. Se exceptúan de la obligación de aseguramiento los remolques, semirremolques y máquinas remolcadas especiales cuya masa máxima autorizada no exceda de 750 kilogramos, así como aquellos vehículos que hayan sido dados de baja de forma temporal o definitiva del Registro de Vehículos de la Dirección General de Tráfico.

2. No se encontrarán incluidos en el ámbito material del presente Reglamento:

a) Los ferrocarriles, tranvías y otros vehículos que circulen por vías que le sean propias.

b) Los vehículos a motor eléctricos que por concepción, destino o finalidad tengan la consideración de juguetes, en los términos definidos y con los requisitos establecidos en el art. 11 del Real Decreto 880/1990, de 29 de junio, por el que se aprueban las normas de seguridad de los juguetes, y su normativa concordante y de desarrollo.

Tampoco se encontrarán incluidas en el ámbito material del presente Reglamento las sillas de ruedas.

3. A los efectos de este reglamento, se aplicarán los conceptos recogidos en el anexo I del Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial».

«Art. 2. Hechos de la circulación.

1. A los efectos de la responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor y de la cobertura del seguro obligatorio regulado en este Reglamento, se entienden por hechos de la circulación los derivados del riesgo creado por la conducción de los vehículos a motor a que se refiere el artículo anterior, tanto por garajes y aparcamientos, como por vías o terrenos públicos y privados aptos para la circulación, urbanos o interurbanos, así como por vías o terrenos que sin tener tal aptitud sean de uso común.

2. No se entenderán hechos de la circulación:

a) Los derivados de la celebración de pruebas deportivas con vehículos a motor en circuitos especialmente destinados al efecto o habilitados para dichas pruebas, sin perjuicio de la obligación de suscripción del seguro especial previsto en la disposición adicional segunda.

b) Los derivados de la realización de tareas industriales o agrícolas por vehículos a motor especialmente destinados para ello, sin perjuicio de la aplicación del apartado 1 en caso de desplazamiento de esos vehículos por las vías o terrenos mencionados en dicho apartado cuando no estuvieran realizando las tareas industriales o agrícolas que les fueran propias.

En el ámbito de los procesos logísticos de distribución de vehículos se consideran tareas industriales las de carga, descarga, almacenaje y demás operaciones necesarias de manipulación de los vehículos que tengan la consideración de mercancía, salvo el transporte que se efectúe por las vías a que se refiere el apartado 1.

c) Los desplazamientos de vehículos a motor por vías o terrenos en los que no sea de aplicación la legislación señalada en el art. 1, tales como los recintos de puertos o aeropuertos.

3. Tampoco tendrá la consideración de hecho de la circulación la utilización de un vehículo a motor como instrumento de la comisión de delitos dolosos contra las personas y los bienes. En todo caso sí será hecho de la circulación la utilización de un vehículo a motor en cualquiera de las formas descritas en el Código Penal como conducta constitutiva de delito contra la seguridad vial, incluido el supuesto previsto en el art. 382 de dicho Código Penal».



2.1.  Los perjudicados. Supuestos especiales de fallecimiento, uso de autopista y mutuas laborales

Serán los perjudicados por el accidente viario, tanto por haber resultado con daños personales, lesiones, como materiales, los primeros que tendrán la legitimación activa para interponer la pertinente demanda. Pero hablaremos de perjudicado, en un primer momento, como la persona que sufre las consecuencias del accidente, sin perjuicio de que en realidad todos los intervinientes pueden serlo, siendo para ello que en el juicio pertinente habrá de determinarse la verdadera responsabilidad en el siniestro, única o compartida, y sus consecuencias. No obstante, en los términos del art. 1 LRCSCVM encontramos una definición ya que es perjudicado aquel que ha sufrido daños materiales o daños personales como consecuencia de la conducción de otra persona y en virtud del riesgo creado por esa misma conducción.

Fuera de la Ley especial hallamos este concepto en el art. 73 de la Ley de Contrato de Seguro y lo viene a ratificar el art. 76 de la misma. Dice el primero que por el seguro de responsabilidad civil el asegurador se obliga, dentro de los límites establecidos en la ley y en el contrato, a cubrir el riego del nacimiento a cargo del asegurado de la obligación de indemnizar a un tercero los daños y perjuicios causados por un hecho previsto en el contrato de cuyas consecuencias sea civilmente responsable el asegurado, conforme a derecho; y el segundo, que el perjudicado o sus herederos tendrán acción directa contra el asegurador para exigirle el cumplimiento de la obligación de indemnizar.

Un caso especial es el que se refiere a qué personas están legitimadas activamente para reclamar las indemnizaciones en casos de fallecimiento. Esto viene explicado en el Anexo de la LRCSCVM ya que la Tabla I se refiere a las indemnizaciones básicas por muerte incluyendo daños morales, y concreta los perjudicados. Pero en esta materia cabe adoptar dos posiciones, o bien reconocer la legitimación solamente a las personas que vienen expresamente enumeradas en la ley, como son el cónyuge no separado legalmente al tiempo del accidente, o las uniones conyugales de hecho consolidadas, los hijos, incluyendo también los adoptivos, los padres y los hermanos. Y otra postura que tiende a no desconocer la existencia de otras situaciones de vinculación con la víctima por lazos afectivos o de dependencia económica que son asimilables por analogía a los grupos familiares previstos anteriormente, de modo que también a aquellos debe reconocérseles legitimación activa.

Otro supuesto especial que podemos encuadrar dentro de la legitimación es el del accidente ocurrido por el uso de una autopista, teniendo en cuenta que en estos casos no estamos dentro de la llamada responsabilidad extracontractual, sino de la propia contractual, por el vínculo existente entre el usuario y el concesionario; pero no por la circunstancia de haberse producido un accidente con la participación de varios vehículos dentro de la misma, en cuyo caso debemos estar a la imputación de responsabilidad de los intervinientes, sino por el siniestro ocurrido ante un imprevisto en la calzada. A este respecto tuvieron ocasión de manifestarse las sentencias de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 21 de abril de 1997 y 20 de marzo de 2002 con el siguiente tenor literal:

«En los casos concretos de utilización de la autopista debe entenderse el ejercicio de una acción de culpa contractual pues de tal forma debe calificarse el vínculo existente entre el usuario de la autopista y su concesionaria, ya que ésta, mediante el pago de un precio, llamado peaje, permite circular al primero en determinadas y presumibles condiciones de seguridad y rapidez, y la cuestión suscitada debe enjuiciarse a la luz de lo que, en esta materia específica, establece la normativa en vigor y, en concreto, la ley 8/1972, de 10 de mayo, sobre construcción, conservación y explotación de autopistas en régimen de concesión, cuyos arts. 1 y 27 imponen al concesionario, como contrapartida al pago del peaje que debe satisfacer el usuario de tales vías, la obligación de garantizar a éste la prestación del servicio en condiciones de absoluta normalidad, suprimiendo las causas que originen molestias, incomodidades, inconvenientes o peligrosidad, refrendándose con ello la existencia de un contrato atípico por medio del cual y mediante el pago de un peaje a cargo del usuario, la empresa concesionaria viene obligada a garantizarle una circulación fluida, rápida y sin riesgos de ningún tipo, creyéndose el particular a salvo de los peligros que puedan presentarse en una vía normal ya que espera del concesionario su eliminación utilizando todos los medios necesarios para ello. De tal forma que la presencia de un elemento imprevisto en la autopista que altere la normalidad del servicio garantizado por la empresa concesionaria, no puede valorarse como un elemento calificable de fuerza mayor sino como una circunstancia de acaecimiento previsible en el marco contractual en el que se desenvuelven las prestaciones asumidas por las partes, y por tanto, capaz de originar una obligación reparadora del daño a cargo de quien no ha demostrado haber utilizado todos los mecanismos necesarios para evitar el riesgo en cuestión, de conformidad con los arts. 1101, 1103 y 1104 del Código Civil. Así debe calificarse de contractual la relación entre el usuario de la autopista y la empresa concesionaria de la misma».

También es especial desde el punto de vista de la legitimación activa en el juicio de tráfico, y con el concepto de perjudicado, el de las Mutuas Laborales. Dice la sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 2 de febrero de 1999:

«El art. 127 apartado 3.º de la Ley de la Seguridad Social, Texto Refundido de 20 de junio de 1994, y como ya lo decía anteriormente el art. 97 de la Ley de 1974, indica que cuando la prestación haya tenido como origen supuestos de hecho que impliquen responsabilidad criminal o civil de alguna persona, incluido el empresario, la prestación será hecha efectiva cumplidas las demás condiciones, por la entidad gestora, servicio común o Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, en su caso, sin perjuicio de aquellas responsabilidades. En estos casos, el trabajador podrá exigir las indemnizaciones procedentes de los presuntos responsables criminales o civilmente. Con independencia de las acciones que ejerciten los trabajadores o sus causahabientes, las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social tendrán derecho a reclamar al tercero responsable, o en su caso al subrogado legal o contractualmente en sus obligaciones, el coste de las prestaciones sanitarias que hubiese satisfecho. Para ejercitar tal derecho, la Mutua tendrá plena facultad para personarse directamente en el procedimiento penal o civil seguido para hacer efectiva la indemnización, así como para promoverlo directamente, considerándose como terceros perjudicados».

Del tenor literal del precepto señalado no cabe duda alguna que la actora tiene acción para reclamar de los codemandados el pago de la asistencia sanitaria prestada al lesionado por un accidente de tráfico, y en virtud de aquella prestación laboral.

2.2.  El propietario del vehículo

Entramos en la esfera de la legitimación pasiva. El art. 2.1 de la LRCSCVM 21/2007 nos dice que todo propietario de vehículos a motor que tenga su estacionamiento habitual en España estará obligado a suscribir un contrato de seguro por cada vehículo de que sea titular, que cubra, hasta la cuantía de los límites del aseguramiento obligatorio, la responsabilidad civil a que se refiere el art. 1. No obstante, el propietario quedará relevado de tal obligación cuando el seguro sea concertado por cualquier persona que tenga interés en el aseguramiento, quien deberá expresar el concepto en que contrata.

No cabe duda de que el primer demandado del juicio civil de tráfico será el propietario del vehículo; y el art. 4 del Reglamento de 2008 nos dice que a efectos de la obligación de aseguramiento de la responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor se presume que tiene la consideración de propietario del vehículo la persona natural o jurídica a cuyo nombre figure aquél en el registro público que corresponda.

El propietario será normalmente el asegurado, aunque como ya hemos dicho, puede ser otra persona la que se convierta en asegurada, pero lógicamente para el vehículo concreto de que se trate, aunque en este caso estimamos que no será necesario el ser demandado, sino que hará que estar a la extensión del aseguramiento.

Siguiendo el dictado de la Ley, dice el mismo art. 1 párrafo quinto: El propietario no conductor responderá de los daños a las personas y en los bienes ocasionados por el conductor cuando esté vinculado con este por alguna de las relaciones que regulan los arts. 1903 del Código Civil y 120.5 del Código Penal. Esta responsabilidad cesará cuando el mencionado propietario pruebe que empleó toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño. Esta previsión ya se explicaba, entre otras, en las sentencias de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 11 de abril de 1996, 20 de mayo y 13 de junio de 1997, y 31 de octubre de 2005, que tuvieron ocasión de pronunciarse al respecto de la derivación de la responsabilidad civil nacida de la culpa extracontractual del art. 1902 del Código Civil y en su concordancia con el art. 1903, cuando del propietario del vehículo causante del accidente se trata, y así:

«El art. 1903 del Código Civil deriva dicha responsabilidad no sólo a aquellos actos que realiza una persona por sí misma y que motivan la obligación de repararlos (art. 1902) sino la de aquellas personas que deben responder por los hechos de otras basados en una presunción de culpa in eligendo o in vigilando, y si se analizan los supuestos de dicho artículo, padres-hijos bajo su guarda, tutores-menores o incapaces, dueños o directores de establecimiento o empresas-empleados, centros docentes-enseñantes, se observa que en todos ellos existen unas relaciones jurídicas determinantes de un nexo de jerarquía o subordinación que permite dar a otro órdenes o instrucciones; y en todos estos supuestos la doctrina e incluso el legislador se afana por justificar, desarrollando, a través de un sistema de presunciones, relativas o absolutas, la culpabilidad de un tercero, a sabiendas de que en la casi totalidad de las ocasiones ni lo es ni tiene porqué serlo; pero lo que el ordenamiento jurídico pretende no es más que escoger, con arreglo a una escala de valores en cada tiempo y lugar prevalentes, y entre las pretensiones de quienes intervienen en el proceso dañoso, aquel que debe soportar los perjuicios, y así, entre la situación del responsable civil y la de la víctima se inclina por favorecer el interés de esta última. Por ello, en la relación de comodato, originada por la cesión gratuita y temporal de una cosa, en este caso por la cesión que el propietario del vehículo hace a otra persona y a la que le ligan lazos familiares o cuasi familiares, o de otra índole, nacen deberes recíprocos, y si en el campo del Derecho Penal no existe duda acerca de la responsabilidad civil subsidiaria, en el orden Civil la sentencia del Tribunal Supremo de 23 de febrero de 1966 acepta la interpretación más amplia del art. 1903 del Código Civil en cuanto a dicha culpa in vigilando, debiendo entenderse que la enumeración que se hace en el precepto legal no debe interpretarse de una forma de numerus clausus, más cuando se trata de la conducción de vehículos de motor, entre el conductor del coche y el propietario del mismo, vinculación familiar o de amistad que por la simple disponibilidad del vehículo genera la responsabilidad extracontractual, siendo la del autor material del hecho soporte fáctico y legal necesario para dar lugar a la del propietario, y no como responsable civil subsidiario, sino solidario y directo. Toda esta doctrina puede ser de aplicación a la luz de la legislación sobre seguro en la circulación; primero tras la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados cuando en su Disposición Adicional Octava modifica la Ley de Uso y Circulación de Vehículos a Motor, Texto Refundido aprobado por Decreto 632/1968, de 21 de marzo, que cambia la denominación pasando a ser Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, en cuyo art. 1 se dice que el propietario no conductor responderá de los daños a las personas y en los bienes ocasionados por el conductor cuando esté vinculado con éste por alguna de las relaciones que regulan los arts. 1903 del Código Civil y 22 del Código Penal (actualmente el 120.5). Esta responsabilidad cesará cuando el mencionado propietario pruebe que empleó toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño. Y en segundo lugar, del mismo precepto perro ahora en la vigente regulación representada por la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido».


Y concluye el art. 1 párrafo sexto (Ley 21/2007): El propietario no conductor de un vehículo sin el seguro de suscripción obligatoria responderá civilmente con el conductor del mismo de los daños a las personas y en los bienes ocasionados por éste, salvo que pruebe que el vehículo le hubiera sido sustraído.

En resumen, deben ser demandados:


	
- El propietario conductor del vehículo asegurado causante del accidente. Este es el caso del propietario y a la vez asegurado. 

	
- El propietario no conductor que ha prestado el vehículo. Sigue siendo el supuesto de propietario y asegurado. 

	
- El propietario y el conductor del vehículo no asegurado, salvo sustracción del coche. 

	
- Y como no podía ser menor, el propio conductor no propietario del vehículo. 



2.3.  Las entidades aseguradoras

El propietario del coche está obligado a suscribir y mantener en vigor un seguro de responsabilidad civil que cubra, hasta la cuantía del aseguramiento obligatorio, el riesgo creado por la conducción, y en cuanto a los daños causados a las personas o en los bienes con motivo de la circulación. Esta obligación es la que se contiene en los arts. 1 y 2 LRCSCVM, y con las sanciones que se especifican en el art. 3 por su incumplimiento. Lógicamente estos contratos se suscribirán con las entidades aseguradoras, las que, conforme al art. 73 LCS se obligan, dentro de los límites establecidos en la Ley y en el contrato, a cubrir el riesgo del nacimiento a cargo del asegurado de la obligación de indemnizar a un tercero los daños y perjuicios causados por un hecho previsto en el contrato de cuyas consecuencias sea civilmente responsable el asegurado, conforme a derecho; y que dichos contratos de seguro tienen la denominación de obligatorios por así definirlos el art. 75: será obligatorio el seguro de responsabilidad civil para el ejercicio de aquellas actividades que por el Gobierno se determinen. No podía ser de otra manera el seguro obligatorio de responsabilidad civil en la conducción de vehículos a motor.


«Art. 5. del Reglamento RCCVM 2008. Entidades aseguradoras.

1. Los contratos de seguro obligatorio de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor deberán estar suscritos con entidades aseguradoras que hayan obtenido la autorización correspondiente del Ministerio de Economía y Hacienda, o que estando domiciliadas en un país perteneciente al Espacio Económico Europeo ejerzan su actividad en España en régimen de derecho de establecimiento o en régimen de libre prestación de servicios.

2. La entidad aseguradora que rechace o no acepte la contratación del seguro obligatorio deberá comunicarlo al interesado por cualquier medio admitido en derecho.

3. El Consorcio de Compensación de Seguros aceptará la contratación del riesgo cuando no hayan sido aceptadas o hayan sido rechazadas dos solicitudes de seguro obligatorio por dos entidades aseguradoras, salvo que el riesgo fuera aceptado por otra u otras aseguradoras a petición del Consorcio de Compensación de Seguros».



En el marco de las personas legitimadas pasivamente para soportar el juicio no cabe duda que lo estarán las entidades aseguradoras, las cuales, a tenor del art. 7.1 LRCSCVM, dentro del ámbito del aseguramiento obligatorio y con cargo al seguro de suscripción obligatoria, habrán de satisfacer al perjudicado el importe de los daños sufridos en su persona y en sus bienes. El perjudicado, o sus herederos, tendrán acción directa para exigirlo. Únicamente quedarán exoneradas de esta obligación si prueban que el hecho no da lugar a la exigencia de responsabilidad civil conforme al art. 1 de la presente ley.

Esta acción directa es la que también vimos en el art. 76 de la LCS: El perjudicado o sus herederos tendrán acción directa contra el asegurador para exigirle el cumplimiento de la obligación de indemnizar... La acción directa es inmune a las excepciones que puedan corresponder al asegurador contra el asegurado. El asegurador puede, no obstante, oponer la culpa exclusiva del perjudicado y las excepciones personales que tenga contra éste.

Y en materia de inoponibilidad por el asegurador frente al perjudicado también es de destacar el contenido del art. 6 LRCSCVM (Ley 21/2007).


«Art. 6. Inoponibilidad por el asegurador.

El asegurador no podrá oponer frente al perjudicado ninguna otra exclusión, pactada o no, de la cobertura distinta de las recogidas en el artículo anterior.

En particular, no podrá hacerlo respecto de aquellas cláusulas contractuales que excluyan de la cobertura la utilización o conducción del vehículo designado en la póliza por quienes carezcan de permiso de conducir, incumplan las obligaciones legales de orden técnico relativas al estado de seguridad del vehículo o, fuera de los supuestos de robo, utilicen ilegítimamente vehículos de motor ajenos o no estén autorizados expresa o tácitamente por su propietario.

Tampoco podrá oponer aquellas cláusulas contractuales que excluyen de la cobertura del seguro al ocupante sobre la base de que éste supiera o debiera haber sabido que el conductor del vehículo se encontraba bajo los efectos del alcohol o de otra sustancia tóxica en el momento del accidente.

El asegurador no podrá oponer frente al perjudicado la existencia de franquicias.

No podrá el asegurador oponer frente al perjudicado, ni frente al tomador, conductor o propietario, la no utilización de la declaración amistosa de accidente».



Desde el punto de vista administrativo, y aunque no sea la finalidad de este trabajo, sí podemos decir que las entidades aseguradoras están reguladas por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, en cuyo art. 5 se indica que el acceso a la actividad aseguradora por las entidades está supeditado, bajo determinadas condiciones, a la previa obtención de autorización administrativa del Ministerio de Economía y Hacienda, y que, conforme al art. 7, la actividad aseguradora únicamente podrá ser realizada por entidades privadas que adopten la forma de sociedad anónima, mutua, cooperativa y mutualidad de previsión social, y las entidades de derecho público siempre que tengan por objeto la realización de operaciones de seguro en condiciones equivalentes a las de las entidades aseguradoras privadas. Estarán sometidas en el ejercicio de su actividad a la Ley 50/1989, de 8 de octubre, del contrato de seguro, y a la competencia de los Tribunales del orden civil. Se constituirán mediante escritura pública que deberá ser inscrita en el Registro Mercantil, con lo que adquirirán personalidad jurídica, siendo ésta indispensable para obtener la pertinente autorización. En la denominación social de las entidades aseguradoras se incluirán las palabras «seguros» o «reaseguros», o ambas a la vez, conforme a su objeto social.

Podemos resumir todo lo que llevamos dicho hasta ahora en el sentido de que la legitimación pasiva en el accidente de tráfico la ostentarán el propietario del vehículo, el conductor y la entidad aseguradora. Y su responsabilidad en el mismo es solidaria.

Con respecto a este término de la solidaridad de los distintos intervinientes en el accidente de circulación diremos que la cuestión se ha suscitado en ocasiones cuando se ha tratado de plantear la conocida excepción del litisconsorcio pasivo necesario, para ser de ordinario rechazada tanto desde el punto de vista de la doctrina como de la jurisprudencia más generalizada, ya que es de admitir aquel principio de solidaridad entre los agentes a quienes alcanza la responsabilidad por el acto ilícito culposo, con pluralidad de sujetos pasivos, y la consiguiente posibilidad de que el perjudicado pueda dirigirse contra cualquiera de ellos, como deudor por entero de la obligación de reparar en su integridad el daño causado, a tenor de lo dispuesto en el art. 1144 del Código Civil, descartándose toda posibilidad de apreciar aquella situación pasiva litisconsorcial. Esta es la doctrina sentada por las reiteradas sentencias de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 29 de abril de 1997 y 16 de junio de 1999, entre otras.

2.4.  El Consorcio de Compensación de Seguros en el Juicio Civil de Tráfico

2.4.1.  Introducción y evolución legislativa

Antes de entrar a conocer cuál es la actuación del Consorcio de Compensación de Seguros (en adelante le llamaremos Consorcio) en su posición de parte en el Juicio de Tráfico conviene hacer un repaso por la legislación que lo regula, y así:


	
- Partimos de la Ley 21/1990, de 19 de diciembre, dictada en su momento para adaptar el Derecho Español a la Directiva 88/357/CEE, sobre libertad de servicios en seguros distintos al de vida y de actualización de la legislación de seguros privados, que supuso a la vez una importante modificación en la Ley 33/1984, de 2 de agosto, de Ordenación del Seguro Privado y en el Real Decreto Legislativo 1255/1986, de 6 de junio, que regulaba el Consorcio de Compensación de Seguros para adaptarlo a los compromisos derivados del Tratado de Adhesión de España a la Comunidad Económica Europea. Se trataba de dotar al Consorcio de una norma única con rango de Ley y todo ello con el fin de evitar la dispersión normativa y subsiguientes dificultades de interpretación. 

	
-Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, cuya Disposición Adicional Novena introduce modificaciones en el articulado del Consorcio. 

	
-Ley 44/2002, de 22 de noviembre, sobre medidas de reforma del sistema financiero, que modifica la anterior de 1995 para transportar a la regulación del mercado de seguros la Directiva 2000/64/CE, y a la vez reforma el Estatuto del Consorcio, comenzando por atribuirle a éste funciones liquidadoras y haciendo desaparecer la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras. 

	
-Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adaptación a la normativa comunitaria de la legislación de seguros privados, que alcanza al art. 4. 

	
-Real Decreto 297/2004, de 20 de febrero, por el que se modifica el Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre. 

	
-Real Decreto 300/2004, de 20 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del seguro de riesgos extraordinarios. 

	
-Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre por el que se aprueba el Texto Refundido de la nueva Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, que deroga la anterior de 1995, y por el que el Gobierno da respuesta a la refundición de textos legales dispersos, y especialmente por lo que se refiere a la intervención de entidades aseguradoras. 

	
- Terminaremos con el Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el nuevo Texto Refundido del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, que engloba toda la dispersa legislación anterior; y añadiremos la Ley 12/2006, de 16 de mayo, que lo modifica en materia de riesgos extraordinarios; y la Ley 6/2009, de 3 de julio, de modificación y por la que se suprimen las funciones del Consorcio en relación con los seguros obligatorios de viajeros y del cazador, y reducir el recargo destinado a financiar las funciones de liquidación de entidades aseguradoras. 



En el art. 1 del RDL se configura el Consorcio como una entidad pública empresarial de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, dotada de patrimonio distinto al del Estado, que ajustará su actividad al ordenamiento jurídico privado, y estando adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda. El art. 3.1 contiene sus fines y concretamente dice que el Consorcio, como Organismo inspirado en el principio de compensación, tiene por fin cubrir los riesgos en los seguros que se determinan en este Estatuto Legal, con la amplitud que en él se fija o pueda hacerse en disposiciones específicas con rango de ley. Y en el art. 11 se determinan sus funciones en concreto en relación con el seguro de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor de suscripción obligatoria.


«Art. 11. En relación con el seguro de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor de suscripción obligatoria.

1. El Consorcio asumirá, exclusivamente dentro de los límites indemnizatorios fijados para el seguro de responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor de suscripción obligatoria, las siguientes funciones:

a) La contratación de cobertura de las obligaciones derivadas de la responsabilidad civil del Estado, comunidades autónomas, corporaciones locales y organismos públicos dependientes de o vinculados a cualquiera de ellos cuando, en todos los casos, soliciten concertar este seguro con el Consorcio.

b) La contratación de la cobertura de los riesgos no aceptados por las entidades aseguradoras.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Consorcio podrá asumir la cobertura de la responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor, superando los límites del seguro obligatorio, respecto de los vehículos asegurados descritos en el apartado 1. Para los supuestos previstos en el párrafo b) se exigirán los mismos requisitos que reglamentariamente se establezcan en relación con el seguro obligatorio.

3. También corresponden al Consorcio las funciones que le encomienda el art. 11 del Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, en las condiciones previstas en dicha ley y hasta los límites del aseguramiento obligatorio».



Desde la lectura de este artículo se desprenden dos ideas fundamentales: la primera es que se atribuye al Consorcio, y dentro de los límites del seguro obligatorio, la facultad de asumir la cobertura de las obligaciones derivadas del hecho de la circulación en los vehículos que se mencionan en el apartado a) y en el apartado b), convirtiéndose por ello en propia entidad aseguradora; y la segunda es que deberá asumir esa misma cobertura por el seguro obligatorio pero ahora en los casos que se señalan en la legislación específica sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos de motor, no como entidad aseguradora, sino como Fondo de Garantía.

2.4.2.  El Consorcio como Fondo de Garantía

Sus funciones están explícitamente indicadas en el art. 11 del RDL 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el TR de la LRCSCVM, modificado por la Ley 21/2007, de 11 de julio; y con la cita del art. 20 del Reglamento aprobado por RD 1507/2008, de 12 de septiembre, que posteriormente veremos.


«Art. 11. Funciones del Consorcio de Compensación de Seguros (Ley 21/2007, de 11 de julio).

1. Corresponde al Consorcio de Compensación de Seguros, dentro del ámbito territorial y hasta el límite cuantitativo del aseguramiento obligatorio:

a) Indemnizar a quienes hubieran sufrido daños en sus personas, por siniestros ocurridos en España, en aquellos casos en que el vehículo causante sea desconocido.

No obstante, si como consecuencia de un accidente causado por un vehículo desconocido se hubieren derivado daños personales significativos, el Consorcio de Compensación de Seguros habrá de indemnizar también los eventuales daños en los bienes derivados del mismo accidente. En este último caso, podrá fijarse reglamentariamente una franquicia no superior a 500 euros.

Se considerarán daños personales significativos la muerte, la incapacidad permanente o la incapacidad temporal que requiera, al menos, una estancia hospitalaria superior a siete días.

b) Indemnizar los daños en las personas y en los bienes, ocasionados con un vehículo que tenga su estacionamiento habitual en España, así como los ocasionados dentro del territorio español a personas con residencia habitual en España o a bienes de su propiedad situados en España con un vehículo con estacionamiento habitual en un tercer país no firmante del Acuerdo entre las oficinas nacionales de seguros de los Estados miembros del Espacio Económico y de otros Estados asociados, en ambos casos cuando dicho vehículo no esté asegurado.

c) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que esté asegurado y haya sido objeto de robo o robo de uso.

d) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando, en supuestos incluidos dentro del ámbito del aseguramiento de suscripción obligatoria o en los párrafos precedentes de este artículo, surgiera controversia entre el Consorcio de Compensación de Seguros y la entidad aseguradora acerca de quién debe indemnizar al perjudicado. No obstante lo anterior, si ulteriormente se resuelve o acuerda que corresponde indemnizar a la entidad aseguradora, esta reembolsará al Consorcio de Compensación de Seguros la cantidad indemnizada más los intereses legales, incrementados en un 25 por 100, desde la fecha en que abonó la indemnización.

e) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes cuando la entidad española aseguradora del vehículo con estacionamiento habitual en España hubiera sido declarada judicialmente en concurso o, habiendo sido disuelta y encontrándose en situación de insolvencia, estuviese sujeta a un procedimiento de liquidación intervenida o esta hubiera sido asumida por el propio Consorcio de Compensación de Seguros.

f) Reembolsar las indemnizaciones satisfechas a los perjudicados residentes en otros Estados del Espacio Económico Europeo por los organismos de indemnización, en los siguientes supuestos:

1.º Cuando el vehículo causante del accidente tenga su estacionamiento habitual en España, en el caso de que no pueda identificarse a la entidad aseguradora.

2.º Cuando el accidente haya ocurrido en España, en el caso de que no pueda identificarse el vehículo causante.

3.º Cuando el accidente haya ocurrido en España, en el caso de vehículos con estacionamiento habitual en terceros países adheridos al sistema de Certificado internacional del seguro del automóvil (en adelante, carta verde), y no puede identificarse a la entidad aseguradora.

g) Indemnizar los daños a las personas y en los bienes de accidentes ocasionados por un vehículo importado a España desde otro Estado miembro del Espacio Económico Europeo, siempre que el vehículo no esté asegurado y el accidente haya ocurrido dentro del plazo de 30 días a contar desde que el comprador aceptó la entrega del vehículo.

En los supuestos previstos en párrafos b) y c), quedarán excluidos de la indemnización por el Consorcio los daños a las personas y en los bienes sufridos por quienes ocuparan voluntariamente el vehículo causante del siniestro, conociendo que este no estaba asegurado o que había sido robado, siempre que el Consorcio probase que aquellos conocían tales circunstancias.

2. El Consorcio de Compensación de Seguros asumirá las funciones que como organismo de información le atribuyen los arts. 24 y 25 de esta ley.

3. El perjudicado tendrá acción directa contra el Consorcio de Compensación de Seguros en los casos señalados en este artículo, y este podrá repetir en los supuestos definidos en el art. 10, así como contra el propietario y el responsable del accidente cuando se trate de vehículo no asegurado, o contra los autores, cómplices o encubridores del robo del vehículo causante del siniestro, así como contra el responsable del accidente que conoció de la sustracción de aquel.

4. En los casos de repetición por el Consorcio de Compensación de Seguros será de aplicación el plazo de prescripción establecido en el art. 10 de esta Ley.

5. El Consorcio no podrá condicionar el pago de la indemnización a la prueba por parte del perjudicado de que la persona responsable no puede pagar o se niega a hacerlo.

6. Corresponde al Consorcio de Compensación de Seguros el fomento del aseguramiento de suscripción obligatoria de los vehículos a motor».



En definitiva el Consorcio está obligado a la indemnización actuando como Fondo de Garantía, conforme al art. 11 de la Ley del aseguramiento obligatorio, en los siguientes casos: Cuando el vehículo causante de los daños sea desconocido. Cuando el vehículo no esté asegurado. Cuando el vehículo haya sido robado. Cuando existiere divergencia con la entidad aseguradora. Cuando la entidad aseguradora haya sido declarada en concurso o esté sujeta a un procedimiento de liquidación. Cuando se trata de reembolsar las indemnizaciones satisfechas a los perjudicados residentes en otros Estados del Espacio Económico Europeo. En supuestos de vehículos importados y no asegurados.

Veamos todos estos apartados.

2.4.3.  Vehículo desconocido (art. 11.1 a)

Este apartado en verdad no ofrece ninguna dificultad de comprensión, y sí solamente un problema de prueba por parte del perjudicado, que a él le incumbe, y que en todo caso será necesario que se acredite que el siniestro tuvo lugar con la intervención de un vehículo de motor y que se trataba de un hecho de la circulación en los términos que anteriormente se han definido, ya que no puede trasladarse al Consorcio la carga probatoria de un hecho negativo, puesto que en caso contrario le bastaría a cualquier lesionado por hecho de tráfico imputar la causa de sus lesiones a un vehículo desconocido para que surgiera la responsabilidad indemnizatoria del Consorcio.

La Ley 21/2007 introduce en el apartado a) del art. 11 un párrafo segundo y tercero con la siguiente redacción: No obstante, si como consecuencia de un accidente causado por un vehículo desconocido se hubieren derivado daños personales significativos, el Consorcio de Compensación de Seguros habrá de indemnizar también los eventuales daños en los bienes derivados del mismo accidente. En este último caso, podrá fijarse reglamentariamente una franquicia no superior a 500 euros. Se considerarán daños personales significativos la muerte, la incapacidad permanente o la incapacidad temporal que requiera, al menos, una estancia hospitalaria superior a siete días.

Se combina entonces no solamente el deber de indemnizar los daños personales, sino también los daños materiales derivados del mismo siniestro, aunque con las limitaciones que se establecen en el artículo.

2.4.4.  Vehículo no asegurado (art. 11.1 b)

El primer comentario que podemos hacer es el deducido del propio precepto, se trata de siniestro padecido por un persona con residencia en España y producido por un vehículo de matrícula española, o por un vehículo con matrícula de cualquier país del Espacio Económico Europeo, o con vehículo de otro país distinto pero con Acuerdo de aseguramiento, e incluso con vehículo de país no asociado a Convenio alguno, pero en todos los casos cuando el vehículo no esté asegurado.

También agregaremos la exclusión que se desprende del mismo art. 11.1, apartado segundo: En los supuestos previstos en los apartados b) y c), quedarán excluidos de la indemnización por el Consorcio los daños a las personas y en los bienes sufridos por quienes ocuparan voluntariamente el vehículo causante del siniestro conociendo que éste no estaba asegurado o que había sido robado, siempre que el Consorcio probase que aquéllos conocían tales circunstancias. (Tras la Ley 21/2007 se suprime el último inciso que hacía referencia a que el Consorcio podría aplicar al perjudicado, en el supuesto de daños en los bienes, la franquicia que reglamentariamente se determinara).

No obstante, este tema de carencia de seguro también podemos relacionarlo con las cuestiones derivadas de la divergencia entre el Consorcio y la Entidad Aseguradora y precisamente sobre la existencia o no de aseguramiento y el deber de indemnizar, lo que trataremos en el apartado correspondiente.

2.4.5.  Vehículo robado (art. 11.1 c)

La redacción de la Ley 21/2007 incluye tanto el robo del vehículo como el robo de uso.

En el art. 8 del Reglamento 1507/2008 concreta que a los efectos de la exclusión de la cobertura del seguro obligatorio de los daños a las personas y en los bienes causados por un vehículo robado, se entiende como tal, exclusivamente, el que haya sido objeto de las conductas tipificadas como robo y robo de uso en los arts. 237, 244 y 623.3 del Código Penal.

El art. 237 CP define la figura del delito de robo diciendo que son reos del mismo los que, con ánimo de lucro, se apoderaren de las cosas muebles ajenas empleando fuerza en las cosas para acceder al lugar donde éstas se encuentran o violencia o intimidación en las personas. Por su parte, el art. 244 define el denominado robo y hurto de uso de vehículos, por los que sustrajeran un vehículo a motor o ciclomotor ajeno sin ánimo de apropiárselo, distinguiendo solamente a los efectos de la penalidad si se emplea fuerza en las cosas o violencia o intimidación en las personas. Finalmente, el art. 623.3, dentro de las faltas contra el patrimonio, nos dice que serán sancionados los que sustraigan o utilicen sin la debida autorización, sin ánimo de apropiárselo, un vehículo a motor o ciclomotor ajeno, si el valor del vehículo utilizado no excediera de 400 euros.

Tampoco ofrece dificultades de comprensión este apartado, y además hemos de indicar que es de aplicación la exención contenida en el art. 11.1 apartado segundo: En los supuestos previstos en los apartados b) y c), quedarán excluidos de la indemnización por el Consorcio los daños a las personas y en los bienes sufridos por quienes ocuparan voluntariamente el vehículo causante del siniestro conociendo que éste no estaba asegurado o que había sido robado, siempre que el Consorcio probase que aquéllos conocían tales circunstancias. (Tras la Ley 21/2007 se suprime el último inciso que hacía referencia a que el Consorcio podría aplicar al perjudicado, en el supuesto de daños en los bienes, la franquicia que reglamentariamente se determinara).

Dentro de este apartado vamos a tratar el supuesto que se contiene en el art. 2.3 del Reglamento de 2008 al hablar del hecho de la circulación y que indica que tampoco tendrá la consideración de hecho de la circulación la utilización de un vehículo de motor como instrumento de la comisión de delitos dolosos contra las personas y los bienes. En todo caso sí será hecho de la circulación la utilización de un vehículo a motor en cualquiera de las formas descritas en el Código Penal como conducta constitutiva de delito contra la seguridad vial, incluido el supuesto previsto en el art. 382 de dicho Código Penal.

Si el Consorcio responde cuando se trata de vehículo robado, será posible encontrar frecuentemente el supuesto de que los autores de dicha sustracción, y concretamente el conductor del vehículo, en la posible huida, produzca un siniestro derivado de dicha conducción. Se plantea entonces la duda de saber si ese hecho es de circulación o se ha utilizado el vehículo para la comisión de un delito. La sentencia núm. 693/2004 de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante, de 14 de diciembre de 2004, tuvo ocasión de pronunciarse al respecto, viendo su doctrina en los correspondientes fundamentos jurídicos.


«Primero. Es un hecho incontrovertido en el presente procedimiento que el día 15 de febrero de 2002 el menor Alfonso..., en compañía de otra persona, también menor de edad, sustrajeron en la pedanía de Torrellano (Elche) el vehículo Opel Kadett... propiedad de Doña Pilar..., al que violentaron la cerradura y practicaron el puente, y trasladándose a Alicante sustrajeron con violencia el bolso de doña Isabel..., pero avisada la Policía, lograron éstos detener el coche en la calle Cerdá, y concretamente cuando el agente don Emilio... se identificó con la placa insignia e indicó a ambos individuos que se bajaran del coche, lejos de hacerlo, el acompañante le dijo a Alfonso..., que era quien conducía, que metiera la marcha atrás y le atropellara, y de tal modo fue así que la pierna del agente de policía quedó aprisionada contra otro vehículo, resultando con lesiones. Así resulta acreditado por la sentencia del Juzgado de Menores núm. Uno de Alicante dictada en fecha 12 de julio de 2002 por la que se condena a Alfonso... por delito de robo, atentado y lesiones; y de idéntica manera se advera en la sentencia del Juzgado de Menores núm. Uno de Alicante de 28 de mayo de 2002 por la que se condena por los mismos hechos y delitos al citado como acompañante Bienvenido...

En el presente procedimiento de juicio civil el agente de la Policía, don Emilio..., interpone demanda frente al Consorcio de Compensación de Seguros en reclamación de las indemnizaciones pertinentes como consecuencia de aquellas lesiones, que fueron cifradas en la cantidad de... euros, en virtud de las funciones de dicho Organismo en el ámbito del aseguramiento obligatorio. No ha sido discutido por el demandado el importe de la reclamación y sí solamente su exclusión del pago. La sentencia de instancia desestimó la demanda y frente a la misma se interpuso el correspondiente recurso de apelación.

Segundo. Expuestos de tal forma los hechos, para la resolución del presente recurso se debe partir de dos circunstancias diferentes. La primera en cuanto que nos hallamos ante el supuesto de un vehículo robado; y la segunda, que ha sido la tesis mantenida por el demandado y por la sentencia de instancia, si nos encontramos ante un hecho de la circulación al tratarse de daños intencionados.

Con relación a la primera de las cuestiones. El Consorcio de Compensación de Seguros tenía su regulación en la Ley 21/1990, de 19 de diciembre, por la que se aprobaba el Estatuto Legal. El art. 11 señalaba que correspondía al Consorcio las funciones que le encomienda el art. 8 Ley sobre uso y circulación de vehículos de motor en las condiciones previstas en dicha ley y hasta los límites del aseguramiento obligatorio. Esta redacción se mantuvo tras la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados de 30/1995, de 8 de noviembre, siguió inalterable tras la modificación por la Ley de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, 44/2002, de 22 de noviembre; e incluso sigue exactamente así en la actualidad tras el Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, por el que se viene a aprobar el nuevo Texto Refundido del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, aunque ahora con la remisión al art. 11 del nuevo Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, en las condiciones previstas en dicha ley y hasta los límites del aseguramiento obligatorio.

Con independencia de la fecha de ocurrencia del siniestro lo cierto es que el Estatuto Legal remite a la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor para asumir el Consorcio la cobertura por el seguro obligatorio, no como entidad aseguradora, sino como fondo de garantía. Y desde este específico campo del aseguramiento, un primer momento lo representa el Decreto 632/1968, de 21 de marzo por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, en cuyo art. 8 se especificaba su función de: c) indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que, estando asegurado, haya sido robado. Esta redacción se mantiene en el Real Decreto Legislativo 1301/1986, de 28 de junio, de adaptación al Ordenamiento Jurídico Comunitario; en la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, la que en su Disposición Adicional Octava modifica la Ley de Uso y Circulación de Vehículos a Motor denominándola Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor; en la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, c) indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que, estando asegurado, haya sido robado; en la Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adaptación a la normativa comunitaria de la legislación de seguros privados; y en el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el vigente Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos de motor, ahora con remisión al art. 11, c): indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que esté asegurado y haya sido robado. Por lo que hace referencia a la materia reglamentaria, el Real Decreto 7/2001, de 12 de enero, por el que se aprueba el Reglamento sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, con la modificación del Real Decreto 299/2004, de 20 de febrero, en cuyo art. 30, c) se contiene la misma obligación de indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que, estando asegurado, haya sido robado, entendiéndose como tal, exclusivamente, las conductas tipificadas como robo y robo de uso en los arts. 237 y 244 del Código Penal, respectivamente.

En definitiva, atendiendo a esta finalidad de garantía, como la redacción es simplemente la misma y coincidente en su evolución legislativa, con independencia de la fecha de ocurrencia del siniestro, diremos que es obligación del Consorcio indemnizar los daños a las personas y en los bienes producidos por un vehículo con estacionamiento habitual en España que, estando asegurado, haya sido robado, concretándose las conductas en los arts. 237 y 244 del Código Penal. No cabe ninguna duda entonces que desde esta primera posición el Consorcio de Compensación de Seguros sería responsable en este caso de robo de uso del vehículo causante del siniestro padecido por el demandante.

Tercero. Pero habrá que examinar ahora la segunda de las cuestiones, y que lo es si el citado siniestro tiene la consideración de "hecho de la circulación".

Con cita idéntica de las disposiciones legales antes vistas, solamente añadiremos que el art. 11 de la Ley nos dice que el conductor de un vehículo a motor es responsable, en virtud del riesgo creado por la conducción de éstos, de los daños causados a las personas o en los bienes con motivo de la circulación. Y en el punto 4, que reglamentariamente se definirán los conceptos de vehículos a motor y hecho de la circulación a los efectos de la presente Ley. En todo caso no se considerarán hechos de la circulación los derivados de la utilización del vehículo a motor como instrumento de la comisión de delitos dolosos contra las personas y los bienes. En el Real Decreto 7/2001, de 12 de enero, por el que se aprueba el Reglamento sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, con la modificación del Real Decreto 299/2004, de 20 de febrero, en el art. 3 se define el hecho de la circulación como aquel riesgo creado por la conducción de un vehículo a motor tanto por garajes y aparcamientos, como por vías o terrenos públicos y privados aptos para la circulación, tanto urbanos como interurbanos, así como por vías o terrenos que sin tener tal aptitud sean de uso común; y no son hechos de la circulación, señala en el punto 3, la utilización de un vehículo a motor como instrumento de la comisión de delitos dolosos contra las personas y los bienes. En todo caso, será hecho de la circulación la utilización de un vehículo a motor en cualquiera de las formas descritas en el Código Penal como conducta constitutiva de delito contra la seguridad del tráfico, incluido el supuesto previsto en el art. 383 de dicho Código Penal.

La conclusión lo es que el seguro obligatorio no ampara el riesgo creado cuando el vehículo de motor se utiliza como mero instrumento para la comisión de un delito doloso contra las personas y los bienes, excluyéndose los supuestos de los delitos contra la seguridad del tráfico (arts. 379 a 394 del Código Penal: conducción bajo la influencia de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o bebidas alcohólicas, conducción con temeridad manifiesta, alteración de la seguridad del tráfico con la colocación en la vía de obstáculos imprevisibles, derramamiento de sustancias deslizantes o inflamables, mutación o daño de la señalización, no restablecimiento de la seguridad de la vía, conducción con consciente desprecio de la vida de los demás, y además de causar el riesgo previsto, se produjere un resultado lesivo).

En el caso presente combina la sentencia, acogiendo la postura de oposición del Consorcio, la primera circunstancia, vehículo robado, con la segunda, hecho intencionado o doloso, para desestimar la demanda, ya que entiende que lo que se produjo fue un atentado contra el agente o incluso un dolo eventual, con remisión a la sentencia del Juzgado de Menores, porque considera inevitable la producción del atropello y el consecuente resultado lesivo; y tal postura debe ser mantenida y ratificada por la Sala.

Reiteradamente ha sancionado la jurisprudencia del Tribunal Supremo, por su Sala Segunda, que el seguro obligatorio de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos de motor no constituye tanto un medio de protección del patrimonio del asegurado como un instrumento de tutela de los terceros perjudicados. En consecuencia se trata de amparar a las víctimas frente al riesgo generado por la circulación de vehículo de motor, dando cobertura a las indemnizaciones procedentes con independencia de que el evento generador del daño sea un ilícito civil o un ilícito penal, sea culposo o doloso siempre que el daño se haya cometido con un vehículo de motor y con motivo de la circulación, no existiendo entonces razón para excluir de la cobertura por parte del Consorcio de Compensación de Seguros, e incluso de la particular Entidad Aseguradora, los daños ocasionados por los conductores de un vehículo robado al intentar impedir su detención, aun cuando actúen dolosamente, normalmente con dolo eventual, siempre que se causen con el propio vehículo robado y con ocasión de la circulación del mismo. Y se añade, en alguna de las sentencias, por su referencia al caso concreto que en ellas se ventila, que precisamente estos daños y lesiones, ocasionados por los conductores de vehículos sustraídos, durante su alocada fuga constituye el núcleo y razón del traslado de la cobertura desde las Compañías Aseguradoras al Consorcio de Compensación de Seguros, y en caso de quedar excluidos se vaciaría de contenido la tutela legal de los perjudicados. Sentencias de 29 de mayo de 1997, 24 de octubre de 1997, y 8 de abril de 2002.

Sin embargo, esta doctrina anterior no puede ser de aplicación al caso que se enjuicia ya que en el mismo no podemos concretar que se trate de un hecho de la circulación, pues como también indica la misma jurisprudencia penal citada, en el concepto de hecho de la circulación habrá que incluir también a los delitos dolosos, pero siempre que el vehículo no se utilice como instrumento no circulante. En el caso de autos el coche empleado por los menores de edad había sido detenido y lo emplearon, precisamente, no para huir con el mismo, sino para causar las lesiones al agente con la idea de su atropello, es utilizado entonces como instrumento directo de la comisión del delito doloso, y por eso fueron condenados ambos menores y en momentos distintos como autores de un delito de atentado y de lesiones. Por lo que debemos concluir con la exclusión de la cobertura de la entidad demandada y la confirmación de la sentencia de instancia, con la desestimación del recurso de alzada interpuesto contra la misma».



Toda la doctrina expuesta tiene virtualidad actualmente, aunque debamos ajustar los preceptos legales que se citan a las últimas modificaciones legislativas.

2.4.6.  Divergencia entre el Consorcio y la Entidad Aseguradora (art. 11.1 d)

De la redacción del precepto observamos una primera parte que claramente hace referencia al supuesto de divergencia, y una segunda que se refiere al ejercicio, en el ámbito procesal, de lo que se llama acción de reembolso del Consorcio, la que veremos en su momento.

Si nos centramos en el primero de los aspectos no tendremos más remedio que enlazar esta materia con aquellos supuestos en los que nos encontremos con un vehículo causante de un accidente que puede no estar asegurado, manteniendo cosa distinta tanto el Consorcio como una Entidad Aseguradora; y, digámoslo ya, conforme al art. 11.6 de la Ley 21/2007, corresponde al Consorcio el fomento del aseguramiento de suscripción obligatoria de los vehículos a motor. Y además, asume las funciones que como organismo de información le atribuyen los arts. 24 y 25 de la Ley del aseguramiento obligatorio (art. 11.2 de la Ley 21/2007).

Por ello consignaremos los preceptos mencionados en cuanto Organismo de Información. RDL 8/2004, de 29 de octubre.


«Art. 24. Designación y funciones del organismo de Información.

1. El Consorcio de Compensación de Seguros actuará como organismo de información, en los supuestos previstos en el art. 20.1, para suministrar al perjudicado la información necesaria para que pueda reclamar a la entidad aseguradora o a su representante para la tramitación y liquidación de siniestros. A estos efectos asumirá las siguientes funciones:

a) Facilitar información relativa al número de matrícula de los vehículos con estacionamiento habitual en España; número de la póliza de seguro de responsabilidad civil en la circulación de vehículos de motor de suscripción obligatoria que cubra el vehículo, con estacionamiento habitual en España, con indicación de la fecha de inicio y fin de vigencia de la cobertura; entidad aseguradora que cubre la responsabilidad civil en la circulación de vehículos a motor de suscripción obligatoria; así como nombre y dirección del representante para la tramitación y liquidación de siniestros designados por las entidades aseguradoras.

Dicha información deberá conservarse durante siete años a partir de la fecha de la expiración del registro del vehículo o de la expiración de la póliza de seguro.

b) Coordinar la recogida de la información y su difusión.

c) Prestar asistencia a las personas que tengan derecho a conocer la información.

2. A los efectos de la información prevista en el apartado 1 a), se estará a lo dispuesto por el art. 2.2 y sus normas reglamentarias de desarrollo».

«Art. 25. Obtención de información del Consorcio de Compensación de Seguros.

1. El Consorcio de Compensación de Seguros prestará asistencia y facilitará la información a la que se refiere el art. 24.1.a) a los perjudicados de accidentes de circulación ocurridos en un país distinto al de su residencia habitual, siempre que se cumpla alguna de las condiciones siguientes:

a) Que el perjudicado tenga su residencia en España.

b) Que el vehículo causante del siniestro tenga su estacionamiento habitual en España.

c) Que el siniestro se haya producido en España.

2. El Consorcio de Compensación de Seguros facilitará, asimismo, al perjudicado el nombre y dirección del propietario, del conductor habitual o del titular legal del vehículo con establecimiento habitual en España, si aquél tuviera un interés legítimo en obtener dicha información. A estos efectos, la Dirección General de Tráfico o la entidad aseguradora proporcionará estos datos al Consorcio de Compensación de Seguros, y se establecerán, en todo caso, las medidas técnicas y organizativas necesarias para asegurar la confidencialidad, seguridad e integridad de los datos y las garantías, obligaciones y derechos reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

A la información de que disponga el Consorcio de Compensación de Seguros tendrán acceso, además de los perjudicados, los aseguradores de éstos, los organismos de información de otros Estados miembros del Espacio Económico Europeo, la Oficina Española de Aseguradores de Automóviles, en su calidad de organismo de indemnización, y los organismos de indemnización de otros Estados miembros del Espacio Económico Europeo, así como los fondos de garantía de otros Estados miembros del Espacio Económico Europeo.

Y ahora consignaremos la obligación que tiene toda Entidad Aseguradora de facilitar los datos relativos a los vehículos asegurados por ellas, estando relacionado este deber con el llamado Fichero Informativo de Vehículos Asegurados (FIVA) y cuya regulación la encontramos en el Capítulo IV del Reglamento de 2008, arts. 23 y siguiente, que por su interés trascribimos».

«Art. 23. Fichero informativo de vehículos asegurados.

1. Las entidades aseguradoras que cubran mediante el seguro obligatorio la responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos a motor con estacionamiento habitual en España, deberán comunicar al Ministerio de Economía, mediante su remisión al Consorcio de Compensación de Seguros, los datos relativos a los vehículos asegurados por ellas, así como los relativos al representante para la tramitación y liquidación de siniestros designado por la entidad aseguradora en cada uno de los estados miembros, con el contenido, la forma y en los plazos que se establecen en este Reglamento y en las resoluciones a que éste se refiere.

El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior constituirá infracción administrativa sancionable, de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 40.3.s) y 40.4.u) del Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados.

2. Los datos a que se refiere el apartado anterior será objeto de tratamiento automatizado mediante el fichero automatizado de datos de carácter personal, denominado "Fichero Informativo de Vehículos Asegurados", de carácter público, regulado en este Reglamento, con el contenido que se describe en los artículos siguientes y en el anexo.

3. La información contenida en el fichero gozará de presunción de veracidad a efectos informativos, salvo prueba en contrario».

«Art. 24. Primera remisión de datos y su actualización.

1. En la primera remisión de los datos, las entidades aseguradoras suministrarán, por cada vehículo, los siguientes: matrícula, código identificativo de la marca y modelo del vehículo, fecha de inicio de la vigencia y fecha de finalización del período de seguro en curso, así como el tipo de contrato, todo ello de acuerdo con las especificaciones contenidas en la resolución de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones dictada a tal efecto. Asimismo deberá remitirse el nombre y dirección del representante para la tramitación y liquidación de siniestros designado por la entidad aseguradora en cada uno de los Estados del espacio Económico Europeo.

2. Por las entidades aseguradoras se realizará la actualización de los datos, remitiendo diariamente información de altas y bajas de vehículos asegurados, que se identificarán con su matrícula y código identificativo de su marca y modelo, haciendo constar, en el caso de las altas, las fechas de inicio de la vigencia y finalización del período de seguro en curso, tipo de contrato y, en caso de las bajas, la fecha de cese de la vigencia del seguro.

A estos efectos se entiende por cese de la vigencia del seguro la extinción del contrato, incluidas la rescisión y la resolución.

Asimismo, se realizará la actualización de los datos relativos al representante para la tramitación y liquidación de siniestros, designado por la aseguradora en cada uno de los Estados del Espacio Económico Europeo, tan pronto como se produzcan modificaciones en los datos.

Al objeto de que el Consorcio de Compensación de Seguros pueda facilitar la información a que se refieren los arts. 24 y 25 del Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, las entidades aseguradoras deberán proporcionarle, cuando éste lo solicite, en el plazo de cinco días, el número de póliza correspondiente a los vehículos por ellas asegurados. A estos efectos, el intercambio de información se podrá realizar por teléfono, fax o correo electrónico.

3. Deberán incluirse, en todo caso, los datos relativos a aquellos vehículos respecto a los cuales se haya diligenciado la solicitud de seguro o se haya emitido proposición de seguro aceptada por el tomador, reflejándose las fechas de efecto y finalización de uno u otro documento.

4. En los supuestos de contratos prorrogables, o de impago de las primas fraccionadas, no podrá ser comunicada la baja del vehículo, respectivamente, en tanto no se haya ejercido el derecho a oponerse a la prórroga del mismo o no haya sido extinguido o resuelto el contrato, en los supuestos y con las formalidades previstas en la Ley de Contrato de Seguro.

5. En el caso de transmisión del vehículo asegurado, sólo podrá ser comunicada la baja del vehículo previa extinción del contrato de seguro, de conformidad con lo establecido en la Ley de Contrato de Seguro.

6. En el supuesto de vehículos especiales, se remitirán al Consorcio de Compensación de Seguros los datos que establezca la resolución que dicte la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones».

«Art. 25. Procedimiento de remisión de la información al Consorcio de Compensación de Seguros.

La remisión de la información al Consorcio de Compensación de Seguros se realizará mediante el procedimiento que se contendrá en la resolución que la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones dicte al efecto».

«Art. 26. Remisión de información a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.

1. El Consorcio de Compensación de Seguros remitirá, mensualmente, a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones una relación de las entidades aseguradoras que, estando autorizadas para operar en el ramo correspondiente, no hubieran remitido la información a la que se refieren los artículos anteriores.

Asimismo, el Consorcio de Compensación de Seguros comunicará a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones las incidencias significativas que pudieran producirse en el cumplimiento de esta obligación.

2. Sin perjuicio de las infracciones administrativas que se derivan del incumplimiento de la obligación de suministrar los datos, y a la vista de las comunicaciones del Consorcio de Compensación de Seguros, la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá formular requerimientos a las entidades aseguradoras o exigir la realización de auditorías informáticas, o la aplicación de otras medidas conducentes a garantizar la veracidad de la información contenida en el fichero».

«Art. 27. Consulta del fichero.

1. A efectos de acceso al fichero, tienen la consideración de implicados los perjudicados por accidentes de circulación, por daños en su persona o en sus bienes, pudiendo actuar por sí o por medio de representante debidamente acreditado.

2. La consulta de la información se ejercerá mediante petición dirigida por los implicados en un accidente de circulación al Consorcio de Compensación de Seguros, utilizándose el modelo que se contenga en la resolución que dicte la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, al que se adjuntará copia del parte de daños o de la declaración amistosa de accidente.

Igualmente, el solicitante podrá utilizar cualquier medio que permita acreditar el envío y la recepción de la solicitud de consulta, aportando el número del documento nacional de identidad, pasaporte, código de identificación fiscal u otro documento acreditativo, así como la matrícula o signo distintivo tanto del vehículo presuntamente causante de los daños como del vehículo correspondiente al perjudicado, y los números de siniestro y póliza de seguro que consten en el registro de siniestros de la entidad aseguradora, pudiendo ser contestada la consulta por cualquier medio que permita acreditar el envío y la recepción de la contestación, de acuerdo con lo que disponga la resolución que al efecto dicte la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.

3. A efectos de lo dispuesto en el apartado 2 del art. 25 del Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, se considera que existe interés legítimo del perjudicado en obtener información sobre la identidad del propietario, conductor o titular del vehículo en el supuesto de que para el total resarcimiento de los daños sólo pueda reclamarse contra esas personas».

«Art. 28. Control de la obligación de asegurarse.

El control de la obligación de asegurarse se realizará mediante la colaboración entre el Ministerio de Economía, a través del Consorcio de Compensación de Seguros, y el Ministerio del Interior, a través de la Dirección General de Tráfico, que podrán cederse, entre sí, los datos que figuren en sus ficheros automatizados que expresamente prevean esta cesión.

El procedimiento de cesión de datos se regulará mediante resolución conjunta de la Dirección General de Seguros y fondos de Pensiones y la Dirección General de Tráfico.

El órgano responsable del fichero adoptará las medidas técnicas y organizativas que sean necesarias para asegurar la confidencialidad, seguridad e integridad de los datos y hacer efectivas las garantías, obligaciones y derechos reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal».

«ANEXO. Fichero informativo de vehículos asegurados (FIVA).

1. Finalidad y usos previstos del fichero:

a) Suministro de información a los implicados en un accidente de circulación.

b) Control de la obligación del aseguramiento.

2. Personas o colectivos de origen de los datos: tomadores de contratos de seguro.

3. Procedencia y procedimiento de recogida: recogida mediante una primera remisión de datos por las entidades aseguradoras, y posterior actualización diaria de los mismos.

4. Estructura básica del fichero: entidad aseguradora, fecha de envío de los datos, matrícula, código identificativo de la marca y modelo del vehículo, fecha de inicio de vigencia del contrato, fecha de finalización del período de cobertura, fecha de cese de vigencia, tipo de contrato, nombre y dirección del representante para la tramitación y liquidación de siniestros designado por la entidad aseguradora en cada uno de los Estados del Espacio Económico Europeo. Se trata de un fichero automatizado.

5. Cesión de los datos:

a) A implicados en accidentes de circulación, y en su representación, a sus entidades aseguradoras.

b) Al Ministerio del Interior, a través de la Dirección General de Tráfico.

c) Al Ministerio Fiscal, a los Jueces y Tribunales.

d) A OFESAUTO.

e) A los organismos de indemnización de otros Estados miembros del Espacio Económico Europeo.

f) A los organismos de información de otros Estados miembros del Espacio Económico Europeo.

g) A los fondos de garantía de otros Estados miembros del Espacio Económico Europeo.

h) A los centros sanitarios y servicios de emergencias médicas que suscriban convenios con el Consorcio de Compensación y las entidades aseguradoras para la asistencia a lesionados de tráfico.

6. Órgano responsable: Consorcio de Compensación de Seguros.

7. Servicio o unidad ante el cual el afectado puede ejercer sus derechos: Consorcio de Compensación de Seguros, con sede en el Paseo de la Castellana, número 32. 28006 Madrid.

8. Medidas de seguridad: nivel medio».



Todo ello se establece con la finalidad de suministrar la información necesaria para que las personas implicadas en un accidente de circulación puedan averiguar a la mayor brevedad posible las circunstancias relativas a la entidad aseguradora que cubra la responsabilidad civil de cada uno de los vehículos implicados en el accidente y en facilitar el control de la obligación de asegurarse, teniendo la consideración de implicados los perjudicados por accidentes de circulación, por daños en su persona o en sus bienes, pudiendo actuar por sí o por medio de representante debidamente acreditado; y que la consulta de la información se ejercerá mediante petición dirigida por los implicados en un accidente de circulación al Consorcio de Compensación de Seguros.

Desde un punto de vista práctico es completamente usual observar boletines de información del Consorcio donde se refleja que el vehículo supuestamente causante del accidente estaba asegurado en la fecha del siniestro en una determinada Entidad Aseguradora y con póliza en vigor, mientras que, por otra parte, en las gestiones realizadas cerca de dicha Entidad por el perjudicado, se le ha comunicado por la misma que el contrato de seguro no estaba en vigencia. Por ello, también es frecuente ver demandas judiciales donde juntamente con la Entidad que aparece como aseguradora del vehículo se ha demandado al Consorcio por estimar o tener probanza que el vehículo carecía de póliza de aseguramiento en vigor a la fecha del siniestro, siendo en el curso de los autos cuando habrá de llegarse a la averiguación o acreditación de tales circunstancias.

Estos conflictos son puestos de manifiesto por el art. 20.2 del Reglamento de 2008: A efectos de lo dispuesto en el art. 11.1.d) del TR de la LRCSCVM, se entenderá que existe controversia entre el Consorcio de Compensación de Seguros y la entidad aseguradora cuando ésta presente ante el Consorcio requerimiento motivado en relación al siniestro, o el perjudicado presente reclamación ante el Consorcio a la que acompañe justificación de que la entidad aseguradora rehúsa hacerse cargo del siniestro, y el Consorcio estimase que no le corresponde el pago.

Siendo así el supuesto de la divergencia, ésta se halla a veces en la discusión acerca de si el vehículo, o más concretamente el propietario del mismo, había suscrito el pertinente contrato de seguro, lo que también será válido a la hora de plantear el primero de los supuestos antes analizado de vehículo carente de seguro; y también en el supuesto de la existencia de seguro con una periodicidad anual renovable en los que el asegurado no ha satisfecho el pago de la prima correspondiente y entender entonces la Entidad Aseguradora que carecía de cobertura.

Estudiaremos ahora estos dos nuevos aspectos.

Divergencias en cuanto a la existencia o inexistencia de contrato de seguro.

Ya dijimos que conforme al art. 2.1 de la Ley 21/2007, todo propietario de vehículo de motor está obligado a suscribir y mantener en vigor un contrato de seguro por cada vehículo. No cabe duda que todos los conductores tenemos la tendencia en el momento de adquirir un automóvil de ir debidamente cubiertos con un seguro que ampare nuestros accidentes y nuestras responsabilidades, y no sólo por esa tranquilidad, sino por ser una obligación legal. El núm. 6 del art. 2 citado nos dice que en todo lo no previsto en esta Ley y en sus normas reglamentarias de desarrollo, el contrato de seguro de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos de motor, se regirá por la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.

La remisión a esta ley lo es claramente al art. 6: La solicitud de seguro no vinculará al solicitante. La proposición de seguro por el asegurador vinculará al proponente durante un plazo de quince días. Por acuerdo de las partes, los efectos del seguro podrán retrocederse al momento en que se presentó la solicitud o se formuló la propuesta. Ante la lectura de este precepto nos hallamos con los conceptos de solicitud y propuesta.

Por lo que se refiere a la solicitud, el solicitante es el propio tomador. Normalmente será el que está interesado en suscribir un contrato de seguro con una determinada Entidad Aseguradora, el que se pondrá en contacto con ella o con un agente autorizado de la misma, a los efectos de interesar y suscribir un contrato de seguro. La simple solicitud no puede ser considerada como una oferta de contrato, la ausencia de vinculación del solicitante impide que se le pueda considerar como un verdadero oferente o proponente de un contrato de seguro, de ahí que el artículo señale expresamente que la solicitud no vinculará al solicitante, por lo que esa oferta siempre es para el oferente revocable.

La proposición del seguro ya vincula al asegurador, y esto es así porque esa proposición de seguro normalmente la hace la Entidad Aseguradora, la que ha aceptado o estudiado la solicitud de un futuro cliente y entonces le formula la correspondiente proposición. Y esa proposición de seguro por el asegurador ya le vincula, aunque por el plazo legal señalado de quince días. Una vez que se produce la aceptación del tomador dando conformidad a la propuesta se entenderá perfeccionado el contrato, y esto es lo que debe entenderse como «duración formal» del contrato, que se inicia en el momento que se ha perfeccionado. Es entonces cuando la entidad aseguradora pondrá a disposición del asegurado el condicionado general y el particular del contrato, redactado conforme a todas las expresiones necesarias que se contienen en el art. 8 de la Ley.

La sentencia del Tribunal Supremo de 13 de julio de 1992 realiza una exégesis de estos conceptos:

«La solicitud responde a una iniciativa del eventual tomador del seguro, generalmente consecuencia de la propaganda desarrollada por la entidad aseguradora, llevando hasta la misma su proyecto o deseo de concierto de un contrato de seguro, por ello, la doctrina y la jurisprudencia entienden que el sistema seguido por el art. 6 se inspira en el principio de la protección del futuro tomador del seguro de forma que éste pueda disponer del tiempo suficiente para reflexionar sobre las condiciones definitivas del contrato. La Ley de Contrato de Seguro desea que la solicitud del presunto tomador del seguro no sea una reveladora oferta contractual sino simplemente una invitación al asegurador, al que ha de ofrecer todos los datos referentes a la cobertura del riesgo, para que ésta pueda efectuar una verdadera oferta o proposición del contrato, que será irrevocable al menos durante 15 días. La declaración tajante del art. 6 de que la solicitud no vinculará al solicitante lleva más bien a estimar que no se ha querido concebir la misma ni como una oferta firme ni como una simple oferta, con el fin de evitar el efecto vinculante para el tomador que ésta pudiera generar. La proposición, por el contrario, si puede considerarse como una auténtica oferta, cuyo mantenimiento se impone durante el plazo indicado, de ahí que la proposición puede ser considerada como un documento de cobertura provisional, concepto que surge como consecuencia de la necesidad de afianzamiento inmediato de cierto riesgo que el asegurador o sus agentes aceptan, lo que da lugar a que por voluntad de las partes el seguro comience a producir sus efectos en el plazo o momento en dicho documento señalado, independientemente de la fecha de la suscripción de la póliza. Por ello, formalizada la propuesta de seguro que no es sino el documento en que el futuro contratante expone su voluntad y propósito de adherirse al contrato de seguro unilateralmente impuesto por la aseguradora, se configura un verdadero documento provisional de cobertura con la eficacia prevista en el art. 6. Ahora bien, se produce con frecuencia una confusión entre documentos rotulados por el asegurador como "solicitud de seguro" que en realidad encubren verdaderas proposiciones u ofertas vinculantes para el asegurador, pero disfrazadas con aquellas otras denominaciones, lo que superficialmente puede permitirle eludir la cobertura de un concreto siniestro producido antes de la expedición de la póliza y bajo la nula eficacia de tal supuesta solicitud. La sentencia del Tribunal Supremo de 18 de julio de 1988 entendió que pese a la mención solicitud se estaba ante una verdadera proposición».


Pero en la materia concreta del aseguramiento de vehículos a motor debemos acudir al vigente Reglamento de 2008 en cuyo Capítulo II se contiene lo que se llama documentación relativa al seguro obligatorio, y con el siguiente articulado.


«Art. 11. Contenido de la solicitud y de la proposición del seguro obligatorio.

La solicitud del seguro obligatorio dirigida por el tomador del seguro a la entidad aseguradora, o la proposición del seguro obligatorio hecha por el asegurador al tomador, deberá contener, como mínimo, las siguientes indicaciones:

a) Las de identificación del propietario del vehículo, del conductor habitual y del tomador del seguro, debiendo constar su domicilio a efectos de notificaciones. Si el tomador no fuese el propietario del vehículo, habrá de indicarse el concepto en que contrata.

b) Las de identificación del vehículo, marca, modelo, características y matrícula o signo distintivo análogo.

c) Las garantías solicitadas u ofrecidas, que en ningún caso podrán ser inferiores a las del seguro obligatorio.

d) La identificación clara y destacada de que se trata de una proposición o de una solicitud de seguro.

e) El período de cobertura mínimo, con indicación del día y hora de su cómputo inicial».

«Art. 12. Efectos de la solicitud y de la proposición del seguro obligatorio.

1. La solicitud del seguro obligatorio, a partir del momento en que esté diligenciada por la entidad aseguradora o agente de ésta, produce los efectos de la cobertura del riesgo durante el plazo de quince días.

Se entenderá que está diligenciada cuando se entregue al solicitante copia de la solicitud sellada por la entidad aseguradora o por su agente.

El asegurador podrá rechazar la solicitud en el plazo máximo de diez días desde el diligenciamiento, mediante escrito dirigido al tomador por cualquier medio que asegure la constancia de su recepción, especificando las causas, y tendrá derecho a la percepción de la prima que le corresponda por la cobertura de los quince días previstos en el primer párrafo. Si transcurrido el plazo de diez días el asegurador no hubiera rechazado la contratación, se entenderá que la misma ha sido admitida.

Diligenciada la solicitud y transcurrido el plazo de diez días, el asegurador deberá remitir la póliza de seguro en un plazo de diez días.

2. La proposición del seguro obligatorio hecha por la entidad aseguradora o su agente vinculará a la aseguradora por el plazo de quince días.

Una vez aceptada la proposición por el tomador, se entenderá perfeccionado el contrato. En caso de impago de la primera prima por culpa del tomador, el asegurador podrá resolver el contrato, mediante escrito dirigido al tomador por correo certificado con acuse de recibo o por cualquier otro medio admitido en derecho que permita tener constancia de la recepción, o podrá exigir el pago de la prima en los términos del art. 15 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.

Aceptada la proposición por el tomador, el asegurador deberá entregar la póliza de seguro en el plazo de diez días».



Es importante destacar de los arts. 11 y 12 del Reglamento los plazos que se barajan, ya que del cómputo de los mismos se desprenderá la cobertura. Con relación a la solicitud nos referiremos a tres aspectos: el primero en cuanto a su diligenciamiento. Si la solicitud la interesa el propio tomador o asegurado, aquélla comenzará sus efectos desde el mismo momento en que la acepte la compañía aseguradora o su agente, o lo que dice el precepto, la diligencia; el segundo lo es que la entidad aseguradora dispone de un plazo de 10 días desde el diligenciamiento para rechazarla, por las razones que estime conveniente, no obstante, la cobertura, provisional, sigue estando vigente hasta los 15 días totales en que la entidad puede cobrar la prima proporcional a ellos y estará obligada a la cobertura del riesgo; y el tercero es que la entidad aseguradora, pasado el plazo de los 10 días sin hacer ninguna comunicación, se entiende que acepta el contrato y entonces debe remitir la póliza correspondiente. Por lo que se refiere a la proposición ésta se extiende al mismo plazo de 15 días, hasta que sea aceptada por el tomador o el asegurado, que lo deberá ser en dicho plazo, y en cuyo caso se perfeccionará el contrato, pudiendo entonces la entidad exigir el pago de la prima conforme al art. 15 de la Ley de Contrato de Seguro.

A pesar de lo dicho hemos de indicar que por los medios de comunicación actuales y en el modo de operar entre los agentes de seguros y sus compañías, y especialmente por vía de Internet, estos términos de solicitud, propuesta y contrato, hoy en día se producen casi automáticamente. Basta que se interese la suscripción de un contrato de seguro obligatorio por un determinado cliente para que el agente de seguros obtenga de forma simultánea la conformidad de la entidad aseguradora y la remisión de la correspondiente póliza del seguro con las condiciones tanto generales como las particulares, con lo que se reduce en gran medida el problema de las interpretaciones.

Y tras estos conceptos de solicitud y propuesta, llegamos a la formalización efectiva del contrato, por la remisión por la entidad aseguradora al tomador de la correspondiente póliza de seguro.


«Art. 13. Póliza de seguro y justificante del pago de la prima.

El asegurador deberá entregar preceptivamente al tomador la póliza de seguro, documento en el cual, necesariamente, constará una referencia clara y precisa a las normas aplicables a este tipo de seguro y los demás extremos que se determinen en la regulación del contrato de seguro y de ordenación y supervisión de los seguros privados.

Asimismo, y una vez cobrada la prima, el asegurador deberá entregar al tomador un justificante del pago».

«Art. 14. Acreditación del seguro obligatorio.

1. Todo vehículo a motor deberá ir provisto de la documentación acreditativa de la vigencia del seguro obligatorio.

2. La vigencia del seguro obligatorio se constatará por los agentes de la autoridad mediante la consulta al Fichero Informativo de Vehículos Asegurados.

En su defecto, quedará acreditada la vigencia del seguro mediante el justificante de pago de la prima del período de seguro en curso, siempre que contenga, al menos, la identificación de la entidad aseguradora, la matrícula, placa de seguro o signo distintivo del vehículo, el período de cobertura y la indicación de la cobertura del seguro obligatorio.

Tratándose de vehículos dedicados al alquiler sin conductor, se considerará documentación acreditativa de la vigencia del seguro la copia cotejada del justificante de pago de la prima, en la forma que determine la Dirección General de Tráfico.

3. El incumplimiento de la obligación de presentar la documentación justificativa del seguro será sancionado con 60 euros de multa y dará lugar a la formulación de la correspondiente denuncia ante la autoridad competente en los términos previstos en el art. 3.1 del Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor.

Tratándose de vehículos dedicados al alquiler sin conductor, sus titulares quedarán exentos de responsabilidad administrativa siempre que en el plazo de los cinco días siguientes a la notificación que se les haya efectuado justifiquen que tenían contratado el seguro obligatorio».

«Art. 15. Seguro en frontera.

El documento acreditativo del seguro en frontera deberá contener, como mínimo, las siguientes indicaciones:

a) Que la garantía se concede dentro de los límites y condiciones previstas como obligatorias en el Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor y en este reglamento.

b) Que si el siniestro se produce en España, se aplicarán los límites previstos en la legislación española y, en concreto, en el Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor.

c) Acreditación de la vigencia del seguro, en los términos establecidos en este reglamento».



Y el segundo de los aspectos que antes hemos mencionado se refiere a la existencia del contrato en relación con la efectividad del pago de las primas del seguro. Ya lo dice el apartado segundo del art. 13, entregada la pertinente póliza, y cobrada la prima, el asegurador deberá entregar al tomador un justificante del pago. Pero el mismo art. 12.2, párrafo segundo, del Reglamento dice: En caso de impago de la primera prima por culpa del tomador, el asegurador podrá resolver el contrato, mediante escrito dirigido al tomador por correo certificado con acuse de recibo o por cualquier otro medio admitido en derecho que permita tener constancia de la recepción, o podrá exigir el pago de la prima en los términos del art. 15 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.

En este contenido hemos de acudir a los arts. 14 y 15 de la Ley de Contrato de Seguro.


«Art. 14. Pago de la prima.

El tomador del seguro está obligado al pago de la prima en las condiciones estipuladas en la póliza. Si se han pactado primas periódicas, la primera de ellas será exigible una vez firmado el contrato. Si en la póliza no se determina ningún lugar para el pago de la prima, se entenderá que éste ha de hacerse en el domicilio del tomador del seguro».



Está claro que en el ámbito del aseguramiento obligatorio por la conducción de vehículos a motor, y como hemos dicho anteriormente, una vez que se acepta la proposición por el tomador, éste está obligado al pago de la primera prima, y si no se hace, el asegurador podrá resolver el contrato, previas las notificaciones oportunas, o exigir su pago.


«Art. 15. Incumplimiento del pago de la prima.

Si por culpa del tomador la primera prima no ha sido pagada, o la prima única no lo ha sido a su vencimiento, el asegurador tiene derecho a resolver el contrato o a exigir el pago de la prima debida en vía ejecutiva con base en la póliza. Salvo pacto en contrario, si la prima no ha sido pagada antes de que se produzca el siniestro, el asegurador quedará liberado de su obligación.

En caso de falta de pago de una de las primas siguientes, la cobertura del asegurador queda suspendida un mes después del día de su vencimiento. Si el asegurador no reclama el pago dentro de los seis meses siguientes al vencimiento de la prima, se entenderá que el contrato queda extinguido. En cualquier caso, el asegurador, cuando el contrato esté en suspenso, sólo podrá exigir el pago de la prima del período en curso.

Si el contrato no hubiere sido resuelto o extinguido conforme a los párrafos anteriores, la cobertura vuelve a tener efecto a las 24 horas del día en que el tomador pagó su prima».



El estudio concordado de los dos preceptos contiene una disciplina especial para el caso de que el tomador del seguro incumpla sus obligaciones del pago de la prima debida. Al tratarse la póliza de un contrato efectuado en serie o en masa, el régimen general de las obligaciones para el supuesto del incumplimiento de una de las partes no resulta aceptable, ya que si cada vez que los tomadores incumplieren con sus obligaciones de pago de una prima los aseguradores hubieran de acudir a los Tribunales para pedir su cumplimiento o la resolución del contrato, conforme a lo dispuesto en el art. 1124 del Código Civil y como obligaciones bilaterales, la litigiosidad sería enorme, con los perjuicios económicos y sociales que ello comportaría, debiéndose tener en cuenta la dificultad que conlleva, por otra parte y de igual manera, si el tomador no está dispuesto a cumplir la prestación o si se trata de un simple retraso. Por ello se ha venido diferenciando entre el incumplimiento de pago de la "primera prima" o el incumplimiento de pago de las «primas sucesivas o subsiguientes».

En el supuesto de referirse a la falta del pago de la primera prima hay que entender efectivamente que mientras no se produce el pago de la misma no comienzan los efectos materiales del contrato para el asegurador, en el sentido de que no se inicia su cobertura, y, por consiguiente, si se produce el siniestro, el asegurador quedará liberado de su obligación, como así expresa el art. 15 párrafo primero de la Ley. Es cierto que producida la mora del tomador del seguro, el asegurador tiene la facultad de resolver el contrato o bien exigir el pago de la prima. No efectuado ni lo uno ni lo otro, es perfectamente válido acudir al párrafo segundo del artículo citado, pues si bien la ley no precisa el tiempo de que dispone el asegurador para el ejercicio de esa facultad de opción, no reclamado el pago dentro de los seis meses siguientes al vencimiento de la primera prima, se entenderá que el contrato queda extinguido.

Pero en el supuesto de la falta del pago de las primas subsiguientes, es reiterado el criterio jurisprudencial que si la oposición de la entidad aseguradora se funda en la inexistencia del seguro por el pago de la prima pendiente, debe ser desestimado, pues existiendo ya previamente la relación aseguratoria, para que se produzca el efecto resolutorio o rescisorio del contrato es necesario, o que el tomador hubiere notificado de forma fehaciente al asegurador su propósito de rescindir la póliza, o el asegurador utilizar la facultad rescisoria de forma expresa, pues en caso contrario la póliza quedará renovada conforme al art. 22, no pudiendo oponer esta excepción frente a terceros perjudicados al tratarse de una objeción de carácter personal inoponible frente a éstos. Así lo expresan las sentencias del Tribunal Supremo de 1 de diciembre de 1989, 16 de mayo de 1991 y 15 de octubre de 1991; la sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra de 8 de junio de 1994, y las reiteradas de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 17 de abril y 31 de julio de 1996.

Para concluir, y a lo que nos afecta a todo este apartado que hemos analizado, recapitulamos brevemente:


	
- Si la simple solicitud del seguro es aceptada por la Entidad Aseguradora, podrá decirse que existe aseguramiento en la cobertura temporal de 15 días. 

	
- Si la proposición se ha realizado por la Entidad Aseguradora, existirá igualmente cobertura en plazo de 15 días. 

	
- Si la proposición es aceptada por el tomador existirá el contrato, salvo que no pague la primera prima, en cuyo caso no existirá cobertura. 

	
- Si el contrato se prorroga anualmente, como es lo normal, y no se paga la prima subsiguiente, existirá la cobertura salvo que la Entidad Aseguradora proceda en forma a la resolución contractual. 



2.4.7.  Entidad aseguradora en concurso y en liquidación (art. 11.1 e)

En esta concreta materia conviene comenzar manifestando que la actividad aseguratoria en el ámbito privado venía regulada en España por la Ley 33/1984, de 2 de agosto, de Ordenación del Seguro Privado, constituyendo en definitiva la legislación una unidad institucional que estaba integrada tanto por normas de Derecho privado como de Derecho público y en su misión de tutelar a los asegurados y beneficiarios de un contrato de seguro, basándose la citada Ley en un doble orden de principios: la ordenación del mercado de seguros en general y el control de las entidades aseguradoras en particular, con la finalidad última de protección del asegurado.

Pero la actividad aseguradora y la concerniente a los planes y fondos de pensiones evolucionó en nuestro país de una manera acelerada, y ello hizo preciso una dinámica paralela en la ordenación y supervisión pública de tales actividades, exigiendo constantes modificaciones legislativas, por razón de la materia afectada, para que el derecho no quedara rezagado respecto de la realidad social. Por ello se publicó la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados (BOE núm. 268, de 9 de noviembre de 1995), que incorporaba al ordenamiento jurídico Directivas del Consejo de la Comunidad Económica Europea, y que venía a derogar toda la anterior legislación.

Esta Ley contiene un Título II con la denominación de actividad de las entidades aseguradoras españolas; un Capítulo III que se refiere a la intervención de las entidades aseguradoras, y una Sección Tercera que hace referencia a la liquidación administrativa por la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras (CLEA), concebida como una entidad de derecho público con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, dotada de patrimonio propio distinto al del Estado, y que tiene como misión u objeto asumir la condición de liquidadora de las entidades aseguradoras cuando así se le encomiende por el Ministerio de Economía y Hacienda o el órgano competente de la respectiva Comunidad Autónoma, o cuando disuelta la entidad ésta no hubiere procedido al nombramiento de liquidadores en plazo oportuno.

Un paso posterior es la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, la que en su art. 10 viene a suprimir aquella Comisión, y sus funciones se atribuyen al Consorcio de Compensación de Seguros, por lo que todas las referencias a la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras contenidas en la legislación se entenderán hechas al Consorcio.

En el Estatuto Legal del Consorcio aprobado por Ley 21/1990, de 19 de diciembre, modificado por la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados de 1995, y posteriormente por la Ley de 2002 de Reforma del Sistema Financiero, ya se contempla en su art. 3.4 como fines del mismo, llevar a cabo la liquidación de las entidades aseguradoras que le sea encomendada en los supuestos previstos en el presente estatuto y en la legislación sobre Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, así como el ejercicio de las funciones que en el seno de los procedimientos concursales a que puedan verse sometidas las mismas entidades se le atribuyen en dichas normas.

Esta función viene a ratificarse en el vigente Estatuto Legal, Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, que su art. 3.4 incluye esa labor de liquidación entre sus fines, y en el art. 14 su desarrollo.


«Art. 14. En relación con la liquidación de entidades aseguradoras.

1. El Consorcio asumirá la condición de liquidador de las entidades aseguradoras enumeradas en el art. 7.1 del Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, sujetas a la competencia de ejecución del Estado o de las Comunidades Autónomas, cuando le encomiende la liquidación el Ministerio de Economía y Hacienda o el órgano competente en la respectiva Comunidad Autónoma.

Podrá serle encomendada la liquidación en los siguientes supuestos:

a) Simultáneamente a la disolución de la entidad aseguradora si se hubiere procedido a ella administrativamente.

b) Si, disuelta una entidad, ésta no hubiese procedido al nombramiento de los liquidadores antes de los 15 días siguientes a la disolución, o cuando el nombramiento dentro de ese plazo lo fuese sin cumplir los requisitos legales y estatutarios.

c) Cuando los liquidadores incumplan las normas que para la protección de los asegurados se establecen en el Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, las que rigen la liquidación o la dificulten. También cuando, por retrasarse la liquidación o concurrir circunstancias que así lo aconsejen, la Administración entienda que la liquidación debe encomendarse al Consorcio. En el caso de que la liquidación sea intervenida, la encomienda al Consorcio se acordará previo informe del interventor.

d) Mediante aceptación de la petición de la propia entidad aseguradora, si se apreciara causa justificada.

2. Corresponde al Consorcio, en los términos previstos en la legislación concursal, la condición y funciones propias de la administración concursal en los procedimientos de concurso a que se encuentre sometida cualquier entidad aseguradora, y ello sin que sea necesaria la aceptación del cargo. Su actuación en dichos procedimientos no será retribuida.

El Consorcio deberá comunicar al Juzgado la identidad de la persona física que haya de representarle en el ejercicio de su cargo, a la que resultarán de aplicación las normas contenidas en el art. 28 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, con las excepciones que en él se establecen.

3. En su caso, lleva a efecto la liquidación separada de los bienes a que se refiere el art. 59 del Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre».



Debemos deducir que el perjudicado por un accidente de circulación deberá reclamar el pago de las indemnizaciones correspondientes al Consorcio en estas dos hipótesis: cuando la entidad aseguradora esté inmersa en un proceso concursal, o cuando el Consorcio sea liquidador de la propia entidad estando en situación de disolución.

Desde un punto de vista sustantivo y privado la intervención de entidades aseguradoras y su liquidación sigue regulada en la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, pero por la contenida en el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, del Ministerio de Economía y Hacienda, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados (BOE núm. 267 de 5 de noviembre de 2004), que deroga toda la legislación anterior y que tuvo su entrada en vigor el día siguiente de su publicación. Vamos a tratar de ofrecer determinadas particularidades acerca de la liquidación, que se contienen en el Capítulo III, del Título II, con la denominación de intervención de entidades aseguradoras.

En primer lugar podemos observar el supuesto de la revocación por parte del Ministerio de Economía y Hacienda de la autorización administrativa para actuar, en las circunstancias concretas previstas, y producida, determinará, en todos los casos, la prohibición inmediata de la contratación de nuevos seguros y aceptación de reaseguros por la Entidad Aseguradora, así como la liquidación de la misma, y en este caso, con sometimiento a las normas que regulan la fase de liquidación y nombramiento de liquidadores, conservando el Ministerio todas sus funciones de supervisión, pudiendo, en tal caso: a) acordar la intervención de la liquidación, con el fin de salvaguardar los intereses de los asegurados, beneficiarios, perjudicados u otras entidades, quedando los liquidadores sujetos al control del Estado; b) designar liquidadores; y c) encomendar la liquidación al Consorcio de Compensación de Seguros. Esta última encomienda se sujeta a los supuestos contemplados en los apartados a), b) y c) del art. 14 del Estatuto Legal ya visto anteriormente (arts. 26 y 28).

Pero también la Entidad Aseguradora puede estar incursa en causa de disolución, en cuyo caso requerirá el acuerdo de la Junta de Socios, pudiendo estos acordar la liquidación. Se entra entonces en la fase correspondiente del nombramiento de liquidadores y en las funciones propias de éstos, sujetándose en todo caso a lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre. En este trámite que podemos llamar voluntario el Ministerio de Economía y Hacienda conserva su competencia de supervisión y podrá de la misma manera acordar la intervención de la liquidación como en el supuesto anterior, o cuando los liquidadores incumplan las normas que para la protección de los asegurados se establecen en la ley, o en las que rigen la liquidación, la dificulten o retrasen, pudiendo entonces acordar la destitución y designar nuevos liquidadores o encomendar la liquidación al Consorcio de Compensación de Seguros (arts. 27 y 28).

Otro supuesto lo es cuando la Junta de Socios de la Entidad Aseguradora no se celebrase, o no se llegase al acuerdo de disolución, en tal caso los administradores están obligados a solicitar la disolución administrativa ante el Ministerio de Economía y Hacienda, pudiéndose iniciar el procedimiento de oficio o a solicitud de los administradores. En este caso todas las funciones de liquidación le son encomendadas al Consorcio (art. 27).

Pueden ser encomendadas las funciones de liquidación al Consorcio cuando la Entidad Aseguradora, y en aquella fase que hemos llamado voluntaria, no hubiese procedido al nombramiento de liquidadores antes de los 15 días siguientes a la disolución, o cuando el nombramiento dentro de ese plazo lo fuere sin cumplir los requisitos legales y estatutarios (art. 28.3.b).

Finalmente, también puede asumir el Consorcio las funciones liquidatorias cuando acepte la petición de la propia Entidad Aseguradora, si se apreciare justa causa para ello (art. 14.d del Estatuto).

Como cierre de este abanico de posibilidades consignaremos el contenido del art. 31 de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados cuando nos dice con carácter general que el Consorcio asumirá la condición de liquidador de las entidades aseguradoras enumeradas en el art. 7.1 de esta Ley en los términos establecidos en el art. 14 del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, aprobado por el RDL 7/2004, de 29 de octubre.

No obstante, todo esto se refiere a los supuestos en que el Consorcio asume las funciones liquidatorias de una Entidad Aseguradora que se encuentra en situación de insolvencia, y, comenzadas las operaciones liquidatorias, las acciones que pretendan ejercitar los perjudicados por el hecho de tráfico, se dirigirán contra el Consorcio y éste vendrá obligado en su caso al pago de la correspondiente indemnización. Pero es cosa distinta aquellos supuestos en que los perjudicados hubieren ejercitado ya sus acciones frente a la correspondiente entidad y ésta posteriormente entrare en fase de liquidación por su disolución. En este caso las acciones individuales podrán continuar hasta el pronunciamiento de sentencia firme pero su ejecución quedará suspendida y el crédito que, en su caso, declare dicha sentencia a su favor se liquidará juntamente con los demás acreedores. Pero aún así, si la liquidación está intervenida por el Consorcio, con cargo a sus propios recursos, podrá satisfacer anticipadamente los créditos de los perjudicados en los supuestos contemplados en los párrafos c) al f) del art. 11.1 de la Ley del aseguramiento obligatorio y hasta el límite cuantitativo señalado por la Ley, así como en cualquier otro supuesto en que la legislación vigente determine la responsabilidad subsidiaria del Consorcio por hallarse la correspondiente Entidad Aseguradora sujeta a liquidación (arts. 29.3 y 33.5).

Cuando la Entidad Aseguradora está en situación de concurso, conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, y es declarada judicialmente en estado de insolvencia, en estos casos, el Consorcio de Compensación de Seguros asume las funciones propias de la administración concursal, debiendo designar al Juzgado la persona física que haya de representarle, y además, llevará la liquidación separada de los bienes al solo efecto de la distribución entre los asegurados, beneficiarios y terceros perjudicados, ello sin perjuicio del derecho de aquellos en el proceso concursal.

En este caso también podemos añadir la conclusión anterior: una cosa es la acción directa que corresponde al perjudicado por el hecho de tráfico frente al Consorcio actuando éste en sus funciones de fondo de garantía (art. 11.1.c del Estatuto Legal) frente a la Entidad Aseguradora en concurso, e incluso que el citado organismo no podrá condicionar el pago de la indemnización a la prueba por parte del perjudicado de que la persona responsable no puede pagar o se niega a hacerlo (art. 11.1.4 del Estatuto Legal); y otra es el desarrollo de la acción que se ejercitó frente a la Entidad Aseguradora que entra posteriormente en situación de Concurso y que quedarán sometidas al proceso concursal, a lo que aún podemos añadir el pago anticipado de las indemnizaciones.

2.4.8.  Reembolso por pago a perjudicado residente en el extranjero (art. 11.1 f)

El precepto legal piensa en aquellos supuestos en que el perjudicado es un extranjero, no residente en España, sino en un país del Espacio Económico Europeo, que ha sufrido un accidente en España siendo causa del mismo un vehículo con estacionamiento habitual en España, esto es, español, pero que no puede identificarse ni el vehículo, ni la entidad aseguradora, en ambos casos, como el perjudicado podrá ser indemnizado por la Oficina de Indemnización de su propio país, ésta a la vez podrá repetir contra el Consorcio de España ya que éste, en España, vendría obligado a cubrir la misma responsabilidad.

Pero también es aplicable cuando el perjudicado extranjero ha sufrido el accidente en España siendo causante del mismo un vehículo de país no del Espacio Económico Europeo, pero adherido al sistema de Certificado Internacional de Seguro, esto es, la denominada Carta Verde. Se da la misma circunstancia que antes hemos visto, como el perjudicado podrá ser indemnizado por la Oficina de Indemnización de su propio país, ésta a la vez podrá repetir contra el Consorcio de España ya que éste, en España, vendría obligado a cubrir la misma responsabilidad.

En concordancia con este apartado vamos a tratar de analizar de forma unitaria toda la problemática acerca del accidente de tráfico en el que intervienen vehículos y perjudicados extranjeros a los efectos de la tramitación y liquidación de los siniestros, y comenzar diciendo que la Directiva 2000/26/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de mayo de 2000, obliga a la Ley del Aseguramiento Obligatorio, RDL de 2004, a introducir en su articulado una serie de disposiciones con el fin de llenar las lagunas existentes en materia de liquidación de siniestros en los casos de accidentes de circulación ocurridos en un Estado miembro distinto al de residencia del perjudicado, siendo tres los mecanismos que prevé para cumplir esa finalidad: la figura del representante para la tramitación y liquidación de siniestros en el país de residencia del perjudicado, la figura de los organismos de información, y la figura de los organismos de indemnización (Título III, arts. 20 al 29).

Capítulo I. Ámbito de aplicación.


«Art. 20. Ámbito de aplicación.

1. Las disposiciones de este título resultarán de aplicación a los siniestros causados por vehículos que tengan su estacionamiento habitual y estén asegurados en un Estado miembro del Espacio Económico Europeo, siempre que:

a) El lugar en que ocurra el siniestro sea España y el perjudicado tenga su residencia en otro Estado miembro del Espacio Económico Europeo.

b) El lugar en que ocurra el siniestro sea un Estado miembro del Espacio Económico Europeo distinto a España y el perjudicado tenga su residencia en España.

c) Los siniestros ocurran en terceros países adheridos al sistema de la carta verde cuando el perjudicado tenga su residencia habitual en España, o cuando el vehículo causante tenga su estacionamiento habitual y esté asegurado en España.

2. Lo dispuesto en los arts. 21, 22, 26 y 27 no será de aplicación cuando el siniestro haya sido causado por un vehículo que tenga su estacionamiento habitual y esté asegurado en el Estado de residencia del perjudicado.

3. Lo dispuesto en el art. 29 resultará también aplicable a los accidentes causados por vehículos de terceros países adheridos al Acuerdo entre las oficinas nacionales de seguros de los Estados miembros del Espacio Económico y de otros Estados asociados».



Capítulo II. Representante encargado de la tramitación y liquidación en el país de residencia del perjudicado de los siniestros ocurridos en un Estado distinto al de residencia de este último.


«Art. 21. Elección, poderes y funciones del representante para la tramitación y liquidación de siniestros designado por las entidades aseguradoras autorizadas en España en cada uno de los Estados miembros del Espacio Económico Europeo.

1. Las entidades aseguradoras domiciliadas en España y las sucursales de terceros países establecidas en territorio español deberán designar, en los restantes Estados miembros del Espacio Económico Europeo, un representante para la tramitación y liquidación, en el Estado de residencia del perjudicado, de los siniestros contemplados en el art. 20.1.

2. El representante deberá residir o estar establecido en el Estado miembro en el que vaya a ejercer sus funciones y disponer de poderes suficientes para representar a la entidad aseguradora y satisfacer, en su integridad, las indemnizaciones a los perjudicados. A este efecto, deberá recabar toda la información necesaria y adoptar las medidas oportunas para la negociación de la liquidación en el idioma o idiomas oficiales del Estado de residencia del perjudicado.

3. Las entidades aseguradoras dispondrán de plena libertad para designar a estos representantes, que podrán actuar por cuenta de una o varias entidades.

Asimismo, deberán comunicar su designación, nombre y dirección a los organismos de información de los distintos Estados miembros del Espacio Económico Europeo.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores no resultará de aplicación cuando el perjudicado tenga su residencia en España».



Tomamos como punto de partida el hecho de encontrarnos ante un vehículo que está debidamente asegurado, bien pertenezca a un país del Espacio Económico Europeo, o bien de un tercer país distinto pero adherido a los sistemas de Convenios o de Carta Verde.

Todas las entidades aseguradoras domiciliadas en España y las sucursales de terceros países establecidas en territorio español deberán designar, en los restantes Estados miembros del Espacio Económico Europeo, un representante para la tramitación y liquidación, en el Estado de residencia del perjudicado

El representante deberá residir o estar establecido en el Estado miembro en el que vaya a ejercer sus funciones y disponer de poderes suficientes para representar a la entidad aseguradora y satisfacer, en su integridad, las indemnizaciones a los perjudicados. A este efecto, deberá recabar toda la información necesaria y adoptar las medidas oportunas para la negociación de la liquidación en el idioma o idiomas oficiales del Estado de residencia del perjudicado. Las entidades aseguradoras dispondrán de plena libertad para designar a estos representantes, que podrán actuar por cuenta de una o varias entidades. Asimismo, deberán comunicar su designación, nombre y dirección a los organismos de información de los distintos Estados miembros del Espacio Económico Europeo. No obstante, en esta materia, es preciso consignar, siquiera sea de pasada, que la vigente Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, en su Título III menciona las entidades aseguradoras domiciliadas en países miembros del Espacio Económico Europeo, y aquellas domiciliadas en terceros países, en cuanto regula su actividad y régimen de establecimiento en España (arts. 78 a 86) y la figura del representante.

De esta forma, hallándonos ante un accidente de tráfico ocurrido en el extranjero y con perjudicado extranjero, independientemente del lugar de estacionamiento del vehículo, podrá aquél dirigirse a la oficina aseguradora o al representante de la misma en su propio país para la liquidación del siniestro. Y de la misma manera el perjudicado con residencia en España podrá dirigirse directamente a la entidad aseguradora del vehículo acusante del accidente o al representante en España para ésta designado.

El procedimiento viene regulado en los arts. 22 y 23.


«Art. 22. Procedimiento de reclamación de los perjudicados no residentes en España ante las entidades aseguradoras autorizadas en España o los representantes para tramitación y liquidación de siniestros por éstas designados en el resto de los Estados del Espacio Económico Europeo.

1. El perjudicado podrá presentar la reclamación ante la entidad aseguradora establecida en España o ante el representante designado por ésta en su país de residencia.

La entidad aseguradora o su representante darán contestación a la reclamación en un plazo de tres meses desde su presentación, debiendo presentarse oferta motivada si se ha determinado la responsabilidad y cuantificado el daño. En caso contrario, o si la reclamación hubiera sido rechazada, dará respuesta motivada a lo planteado en la reclamación.

2. Transcurrido el plazo mencionado en el apartado anterior sin que se haya presentado una oferta motivada, se devengarán intereses de demora de acuerdo con lo previsto en la legislación que en cada caso resulte de aplicación, en atención al lugar de ocurrencia del siniestro.

3. El incumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1 constituirá infracción administrativa de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 40.4 h) y 40.5 b) del Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre.

4. La acción del representante para la tramitación y liquidación de siniestros no será suficiente para modificar el derecho material que se haya de aplicar en el caso concreto, ni para atribuir la competencia a los órganos jurisdiccionales del Estado miembro de residencia del perjudicado, salvo lo previsto en las normas de derecho internacional público y privado sobre la Ley aplicable a los accidentes de circulación y sobre la atribución de competencias jurisdiccionales».

«Art. 23. Procedimiento de reclamación del perjudicado con residencia en España ante las entidades aseguradoras autorizadas en otro Estado miembro del Espacio Económico Europeo ante los representantes para tramitación y liquidación de siniestros por éstas designados en España.

1. El perjudicado con residencia en España, en los supuestos previstos en el art. 20.1, podrá dirigirse directamente a la entidad aseguradora del vehículo causante del accidente o al representante en España para la tramitación de siniestros por ésta designado.

2. La acción del representante para la tramitación y liquidación de siniestros no será suficiente para atribuir la competencia a órganos jurisdiccionales del Estado miembro de residencia del perjudicado, salvo en lo previsto en las normas de derecho internacional privado sobre atribución de competencias jurisdiccionales».



Capítulo III. Organismo de información.Arts. 24 y 25 que ya vimos anteriormente.

Capítulo IV. Organismo de Indemnización. En este apartado incluimos la llamada Oficina Española de Aseguradores de Automóviles (OFESAUTO) que estudiaremos a continuación.

2.4.9.  Vehículo importado y no asegurado (art. 11.1 g)

Este es un supuesto novedoso introducido en el artículo por la Ley 21/2007; y su complemento de desarrollo lo encontramos en el at. 20.3 del Reglamento de 2008 que a efectos del cómputo de treinta días al que se refiere el art. 11.1 g) del TR de la LRCSCVM, se entenderá que el comprador acepta la entrega en el momento en que tenga la posesión efectiva del vehículo.

2.4.10.  La reclamación previa al Consorcio

La Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 contemplaba en el art. 533 núm. 7, dentro de los procesos declarativos, y como excepción dilatoria, entendida como aquella que impedía entrar a conocer sobre el fondo del asunto, la falta de reclamación previa en la vía gubernativa cuando así lo exijan las leyes. La naturaleza jurídica de esta excepción viene motivada, y es su esencia, por la propia estructura de la Administración Pública, de la que el Consorcio participa ya que se trata de un Organismo dependiente del Ministerio de Economía y Hacienda, y la multiplicidad y variedad de asuntos de derecho privado que se le pueden plantear y los trámites que han de preceder a sus decisiones, donde debe predominar el interés general, por lo que plantea la necesidad de otorgarle, a la Administración, la oportunidad de que sus órganos mediten sobre lo que podría ser objeto del proceso dirigido contra ella, de ahí que quienes se propongan iniciar cualquier tipo de acción contra la Administración cumplieran un requisito previo cual es el de reclamar extrajudicialmente, por vía directa, lo que se pretenda. De esta manera el Estado, y demás organismos autónomos no se verán sorprendidos con demandas judiciales planteadas por particulares, sin haberles dado previamente la oportunidad de conocer la naturaleza de la reclamación, a la vez que se facilita la posibilidad de evitar un pleito inútil si la Administración reconoce el derecho del actor. En este sentido se ha pronunciado la jurisprudencia (sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante de 12 de junio de 1997) señalando que la finalidad sustancial de la reclamación previa es la de evitar que el particular y la Administración se vean envueltos en un proceso sin haberles dado la posibilidad de evitarlo, apareciendo, por tanto, dicha institución como medio de conocimiento del futuro proceso, y en su caso, como mecanismo de evitar su iniciación. Por otra parte, incluso el Tribunal Constitucional ha venido a manifestar que la reclamación administrativa previa se justifica, especialmente, en razón de las especiales funciones y tareas que la Administración tiene encomendadas por el ordenamiento constitucional; retrasa indudablemente el acceso a la jurisdicción pero al estar debidamente justificada no es una exigencia contraria al art. 24 núm. 1 de la Constitución Española.

En lo afectante al Consorcio, la reclamación previa fue introducida por la Disposición Adicional Novena de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados de 8 de noviembre de 1995 que introdujo distintas modificaciones en el Estatuto Legal del Consorcio, aprobado por el art. 4 de la Ley 21/1990 de 19 de diciembre para adaptar el Derecho Español a la Directiva comunitaria 88/357, y añadió un segundo párrafo al núm. 2 del art. 20 y dando nueva redacción al núm. 3, expresándose en éste que para que sea admisible la demanda en el juicio regulado en la Disposición Adicional Primera de la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio, de actualización del Código Penal, deberá acreditarse fehacientemente que el Consorcio fue requerido judicial o extrajudicialmente de pago y que desde dicho requerimiento transcurrió un plazo de tres meses sin haber sido atendido. Obviamente se está refiriendo al ejercicio de la acción de responsabilidad civil por culpa extracontractual del art. 1902 del Código Civil y por los trámites del juicio verbal civil. Por ello tal excepción debía ser acogida respecto al Consorcio.

Pero la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000 no cita en su articulado dicha excepción tal como anteriormente se contemplaba, sin embargo debemos admitirla pero atendiendo ahora a los documentos que deben acompañarse a la demanda, y tanto a la declarativa como a la ejecutiva; y así observamos cómo el art. 266 núm. 5 menciona los documentos exigidos en casos especiales, como aquellos otros documentos que esta u otra ley exija expresamente para la admisión de la demanda. Por ello, en caso de denuncia por omisión deberá resolverse en la audiencia previa del juicio ordinario, como excepciones análogas del art. 425, o en el acto del juicio verbal, conforme al art. 443.

Hay que recurrir ahora a los arts. 20 y 21 del Estatuto Legal del Consorcio, en su redacción del RDL 7/2004, teniendo en cuenta que el art. 1 señala la naturaleza jurídica del Consorcio como una entidad pública empresarial de las previstas en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, dotada de patrimonio distinto al del Estado, que ajustará su actividad al ordenamiento jurídico privado, y adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda.


«Art. 20. Peculiaridades de la tramitación de siniestros.

La tramitación de los siniestros en los que el Consorcio tenga la condición de asegurador o reasegurador, con la vinculación al dictamen de los peritos a que se refiere el art. 38 párrafo séptimo, de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro, en cuanto a las cuestiones de hecho consignadas en el mismo, se ajustará a la referida Ley.

No obstante lo anterior, serán de aplicación las siguientes reglas especiales:

a) En la tramitación de los siniestros en el Seguro de Responsabilidad Civil derivada de la energía nuclear será preceptivo el informe técnico del Consejo de Seguridad Nuclear sobre el accidente, sus causas, extensión y efectos.

b) Para que sean admisibles tanto la demanda declarativa como la ejecutiva con base en el auto de cuantía máxima reguladas en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, relativas a la responsabilidad civil derivada del Uso y Circulación de Vehículos de Motor, deberá acreditarse fehacientemente que el Consorcio fue requerido judicial o extrajudicialmente de pago, y que desde dicho requerimiento transcurrió un plazo de tres meses sin haber sido atendido.

c) En el ejercicio de la facultad de repetición por el Consorcio será título ejecutivo, a los efectos del art. 517 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, la certificación del Presidente del Consorcio acreditativa del importe de la indemnización abonada por el Consorcio siempre que, habiendo sido requerido de pago el responsable, no lo haya realizado en el plazo de un mes desde dicho requerimiento.

d) En la tramitación de los siniestros en el seguro de incendios forestales en que el Consorcio tenga función de asegurador se acompañará a la reclamación certificación de la autoridad competente sobre las causas del siniestro y la extensión aproximada del área afectada por el incendio. En las reclamaciones por lesiones en las personas se acompañará informe médico sobre las lesiones y sus causas, así como del alta o defunción, en su caso».

«Art. 21. Ejercicio de acciones judiciales contra el Consorcio.

Sin perjuicio de lo establecido en el art. 20 del presente Estatuto, para el ejercicio de acciones civiles contra el Consorcio no será precisa la reclamación previa en vía administrativa ni serán aplicables al mismo las normas contenidas en los arts. 7.3, 10.2, 15, 16, 21, 23 y 24 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria».



Desde la lectura de estos preceptos podemos observar dos situaciones:

Desde el lado del perjudicado.

El art. 21 contempla una norma de carácter general en el sentido de que para el ejercicio de acciones civiles contra el Consorcio no será precisa la reclamación previa en vía administrativa. Sin embargo, en el art. 20 letra b) se ofrece la excepción: para que sean admisibles tanto la demanda declarativa como la ejecutiva con base en el auto de cuantía máxima reguladas en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, relativas a la responsabilidad civil derivada del uso y circulación de vehículos de motor, deberá acreditarse fehacientemente que el Consorcio fue requerido judicial o extrajudicialmente de pago, y que desde dicho requerimiento transcurrió un plazo de tres meses sin haber sido atendido.

No será necesaria la reclamación previa cuando se trate del ejercicio de acciones civiles directamente contra el Consorcio en los restantes casos que se contemplan en el art. 20, esto es, siniestros derivados de la energía nuclear y en la tramitación de siniestros en el seguro de incendios forestales, aunque se mencionen otras condiciones objetivas de procedibilidad. Y sí es preceptiva cuando se trata de siniestros producidos con motivo de la circulación y el aseguramiento obligatorio.

Podemos concluir en el sentido de que es necesaria la reclamación previa para la interposición de demandas de proceso declarativo, y en sus dos modalidades de Juicio Ordinario y de Juicio Verbal. Y también es preceptiva para la interposición de demanda de proceso ejecutivo, tal como se entiende actualmente en la Ley de Enjuiciamiento Civil como demandas de ejecución, y ejecución basada en el auto de cuantía máxima dictado como consecuencia de un previo proceso penal (art. 13 de la Ley del aseguramiento obligatorio, y art. 517 núm. 8 de la LEC). Deberá entonces haberse formulado reclamación al Consorcio y esperar el transcurso de tres meses desde el requerimiento sin haber sido atendido. Y abogamos más por la exigencia de esta reclamación si atendemos a la regulación de la mora en el pago de las indemnizaciones y devengo de intereses que se contiene en el art. 20 LCS 50/1980 al disponer que incurrirá en mora el Consorcio, actuando como fondo de garantía en el caso de que haya transcurrido el plazo de tres meses desde la fecha en que se le reclame la satisfacción de la indemnización.

Desde el lado del Consorcio.

Solamente debemos señalar que en el ejercicio de la acción de repetición por el Consorcio, cuando acuda a la vía ejecutiva que le permite la LEC con la pertinente certificación como título del art. 517, deberá acreditar que previamente ha sido requerido de pago el responsable y no lo haya realizado en el plazo de un mes desde el requerimiento.

2.5.  La Oficina Española de Aseguradores de Automóviles. OFESAUTO

Para comprender este apartado lo primero que debemos preguntarnos es por la significación del mismo término. ¿Qué es OFESAUTO? No es más que la asociación de entidades aseguradoras de todas las que practican en España el ramo del seguro obligatorio de responsabilidad civil. Pero veamos su desarrollo legislativo:

Esta Oficina aparece en el Reglamento del Seguro de Responsabilidad Civil derivada del Uso y Circulación de Vehículos de Motor aprobado por Real Decreto 2641/1986, de 29 de diciembre, y tiene por objeto el asumir el pago de las indemnizaciones de siniestros ocurridos en España por vehículos extranjeros, o de los ocasionados en el extranjero por vehículos españoles. La Disposición Final Quinta del Reglamento autorizaba al Gobierno para dar normas adecuadas de organización y funcionamiento de dicha Oficina, marcadas por la adhesión de España a la Comunidad Económica Europea, lo que supuso la necesidad de adaptar las disposiciones vigentes en materia de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos de motor a la normativa Comunitaria y, entre otras, la extensión de la cobertura al ámbito territorial de dichos países y supresión de control fronterizo de la existencia del seguro entre los mismos.

Estas circunstancias obligaron a modificar la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 26 de mayo de 1965 en la que, a la par de conceder a OFESAUTO la asunción de la responsabilidad civil en España derivadas del certificado internacional de seguro, denominado Carta Verde, se dictaban determinadas normas para su funcionamiento, y entre ellas, la Orden 1987/23.314, de 25 de septiembre, en la que en su art. 1 contenía sus funciones: la Oficina Española de Aseguradores de Automóviles tendrá las siguientes funciones:


	
a) Asumirá por cuenta de todas las entidades aseguradoras autorizadas para operar en España en el ramo del seguro obligatorio del automóvil, las obligaciones impuestas por el citado seguro de responsabilidad civil, de suscripción obligatoria, regulado por el Real Decreto Legislativo 1301/1986, de 28 de junio, y Real Decreto 2641/1986, de 30 de diciembre, derivadas de los accidentes sufridos en el territorio de los países miembros de la Comunidad Económica Europea y países adheridos a los que se refieren las Órdenes de 18 de marzo y de 25 de junio de 1986. 

	
b) Asumirá en España, por cuenta de la Oficina Nacional de que se trate, la misma responsabilidad civil del apartado anterior, derivada de los accidentes sufridos en España por vehículos de motor matriculados en países miembros de la Comunidad Económica Europea y países adheridos a los que se refieren las Órdenes de 18 de marzo y 25 de junio de 1986. 

	
c) Igualmente, y con el mismo carácter, asumirá esa misma responsabilidad civil, cuando el vehículo causante del accidente en España, matriculado en cualesquiera otros países no comprendidos en el apartado anterior, tuviera cubierta su responsabilidad civil mediante Certificado Internacional de Seguro (Carta Verde) en pleno vigor. 



En el art. 3 se dice que con el fin de dar cumplimiento a cuanto se dispone en la presente Orden, todas las entidades aseguradoras autorizadas para asegurar la responsabilidad civil de los vehículos de motor matriculados en España, deberán estar integradas obligatoriamente en la Oficina Española de Aseguradores de Automóviles.

Pero el Reglamento de 29 de diciembre de 1986 fue modificado y dado nueva redacción por el Real Decreto 7/2001, de 12 de enero, por el que se aprueba el Reglamento sobre la Responsabilidad civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, en cuyo art. 7, y dentro del ámbito territorial, se indicaba que el seguro de suscripción obligatoria garantiza la responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos a motor con estacionamiento habitual en España, mediante el pago de una sola prima, en todo el territorio del Espacio Económico Europeo y de los Estados Adheridos al Convenio Multilateral de Garantía. Ocurrido un accidente de tráfico con un vehículo de motor el seguro obligatorio garantizaría las consecuencias derivadas del siniestro tanto si hubiera ocurrido en España, como en los países del Espacio Económico Europeo y de otros Adheridos al mismo por el sistema de Convenio. En el art. 13 del Reglamento se regula la Oficina Española de Aseguradores de Automóviles.

Con la modificación operada en el Reglamento por el Real Decreto 299/2004, de 20 de febrero, vuelven a quedar configuradas las funciones de OFESAUTO.


«Art. 13. Oficina Española de Aseguradores de Automóviles (OFESAUTO) en su condición de oficina nacional de seguro.

1. La Oficina Española de Aseguradores de Automóviles (OFESAUTO), que agrupa a todas las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de responsabilidad civil de vehículos terrestres automóviles y al Consorcio de Compensación de Seguros, tendrá la consideración de oficina nacional de seguro a que se refiere la Directiva 72/166/CEE, del Consejo, de 24 de abril, relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros, sobre el seguro de la responsabilidad civil que resulta de la circulación de vehículos automóviles, así como del control de la obligación de asegurar esta responsabilidad.

2. La tramitación de los siniestros y el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los seguros de responsabilidad civil de suscripción obligatoria, por razón de accidentes causados en otros países por vehículos con estacionamiento habitual en España o asegurados en España mediante el certificado internacional de seguro denominado carta verde o seguro en frontera, será garantizado por la Oficina Española de Aseguradores de Automóviles (OFESAUTO), que actúa en nombre de todas las entidades a que se refiere el art. 17 del presente Reglamento. Igualmente, asumirá esta garantía, por cuenta de la oficina nacional del Estado de que se trate, por razón de los accidentes ocurridos en territorio español en los que intervenga un vehículo extranjero, habitualmente estacionado en un Estado firmante del Convenio multilateral de garantía o que, perteneciendo a un Estado no firmante del Convenio mencionado, estuviera asegurado mediante carta verde emitida por otra oficina nacional o por un seguro en frontera.

3. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, OFESAUTO podrá delegar la representación de las diferentes entidades aseguradoras extranjeras, a solicitud de la oficina nacional respectiva, en favor de alguna de las entidades aseguradoras o de entidades especializadas en la gestión de siniestros. Asimismo, a solicitud de las entidades aseguradoras que operan en España podrá cursar idéntica petición a las oficinas nacionales de otros Estados.

Las citadas entidades aseguradoras o entidades corresponsales españolas, autorizadas para representar a entidades aseguradoras extranjeras, responderán en los mismos términos que OFESAUTO...».

«Art. 13 bis. Oficina Española de Aseguradores de Automóviles (OFESAUTO) en su condición de organismo de indemnización.

1. De conformidad con lo establecido en el art. 26 del Texto Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Decreto 632/1968, de 21 de marzo, la Oficina Española de Aseguradores de Automóviles (OFESAUTO) tendrá la consideración de organismo de indemnización ante el que los perjudicados con residencia en España podrán presentar reclamación de indemnización en los supuestos previstos en el art. 27 de la citada ley.

2. En la reclamación que ante OFESAUTO presente el perjudicado, de acuerdo con lo establecido en el art. 27 de la citada ley, deberá constar que la entidad aseguradora del vehículo causante no ha designado un representante en España para la tramitación y liquidación de siniestros o, en otro caso, la fecha en que dicho perjudicado se dirigió formalmente a la aseguradora del vehículo del responsable o al representante para la tramitación y liquidación de siniestros por ésta designado en España y, en caso de haber recibido alguna notificación de éstos, se informará sobre su contenido. Igualmente, el perjudicado informará, en caso de haber efectuado reclamación ante cualquier otro organismo o entidad por el mismo concepto, sobre el contenido de la reclamación y, en su caso, sobre las respuestas recibidas en relación a ésta. OFESAUTO se abstendrá de intervenir, y así lo notificará expresamente al reclamante cuando éste hubiera ejercitado una acción directa contra la aseguradora del responsable.
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